Carátula 


(Ingresa a Sala la representante del Comité de Crisis del Sindicato Médico del Uruguay) 


Damos la bienvenida a la doctora Silvia Mato, que viene en representación del Comité de 
Crisis -no sabía que este Comité se llamaba así- del Sindicato Médico del Uruguay y a quien le 
pedimos disculpas por la demora, pero se encontraban presentes tres Ministros para tratar este tema 
que, como usted sabrá, es altamente complejo. 


SEÑORA MATO.- Ante todo, muchas gracias por recibirnos y debo decir que es un honor estar frente a 
quienes nos representan. 


Para entender un poco el porqué de este Comité, voy a dejar en poder de los señores 
Senadores la Resolución de la Asamblea del Sindicato Médico del Uruguay, del 17 de noviembre, en 
cuyo punto 2 se concluyó pedir la derogación o la prórroga de la entrada en vigencia del artículo 69 de 
la Ley N* 18.211. En esa misma Asamblea se conformó el Comité de Crisis -fue votado en forma 
espontánea y por eso estoy aquí en su representación- se mandató instrumentar las coordinaciones 
con las demás gremiales y con el Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay, se declaró en 
sesión permanente y se estableció el compromiso de llevar a cabo una eventual negociación en caso 
de ser convocados por las autoridades reconocidas, facultando para ello al anteriormente mencionado 
Comité de Crisis. Entre otras cosas, la Asamblea también resolvió llevar a cabo nuevas gestiones con 
los señores Legisladores médicos y con la Comisión de Hacienda integrada con la de Salud Pública. 
Quiero recodar que estamos hablando del pasado 17 de noviembre, instancia en la que también se 
trataron otros puntos; voy a dejar fotocopia de todo esto a los señores Senadores para su análisis. 


A partir de allí hubo cambios dinámicos y dos días después solicitamos una audiencia con la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, entablamos negociaciones y estuvimos en 
una mesa casi permanente con las tres gremiales y el Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del 
Uruguay. Queremos destacar que, tanto el Comité como nosotros, hemos llevado adelante este tema 
con absoluta cordialidad, y si bien hemos tenido posturas diferentes -que las venimos arrastrando todo 
el año en un montón de asambleas previas- hemos mantenido un muy buen nivel de diálogo y de 
tolerancia, tal como debe ser. El gremio se mantuvo y se mantiene unido, lo que es muy importante. 


El pasado 22 de noviembre se llegó a la negociación con el Ministerio por el nuevo proyecto. 
Allí hubo un clima psicológico diferente. Se gestó un posible acuerdo, pues todos queríamos no llegar 
al paro; se convocó a una nueva Asamblea a través del Presidente del Sindicato Médico, basado en los 
estatutos -que es lo correcto- se votó la salida del paro y se planteó como solución la iniciativa que 
había sido acordada de palabra. Al día de hoy contamos con el proyecto de ley que se aprobó el 30 de 
noviembre; si se efectuaron modificaciones, las desconocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes cuentan con el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes? 


SEÑORA MATO.- Nosotros tenemos el proyecto aprobado el 30 de noviembre. 


A la luz de que estamos tan sobre la fecha y que, según tenemos entendido, se va a votar un 
proyecto de ley de prórroga para el colectivo de los escribanos, la Asamblea me mandató que solicitara 
una prórroga, ya que la anulación es inviable. Estos últimos días se ha escuchado el comentario de 
que no es una medida equitativa que, de los 70.000 usuarios que tienen las cajas de auxilio, se pueda 
hacer una prórroga para algunos y no para todos. No hemos podido discutir este punto porque no 
convocamos a la Asamblea, pero son elementos nuevos que se están agregando. 


Además, en este proyecto de ley hay puntos básicos que tampoco están muy afianzados; en 
este sentido, cabe mencionar, por ejemplo, el caso del aporte patronal. Tenemos la sensación de que la 
iniciativa no hace a la sustentabilidad de las cajas, ni siquiera con la expresión “gradual hasta el 2014”, 
sino que claramente las mata o anuncia su muerte para el 2014. El grupo al que represento no acepta 
esta situación y no quiere que eso suceda. Entendemos que existen derechos establecidos desde años 
atrás, así como una buena relación entre los funcionarios, los patrones y quienes administran las cajas. 


Pensamos que con este proyecto de ley, al igual que con su anulación, vamos a pérdida en cuanto a 
derechos ya adquiridos. Pero consideramos que se trata de un tema muy complejo, que no debería 
tratarse con urgencia, en un ambiente conflictivo ni con la fecha encima; por eso planteamos 
nuevamente la voluntad de prórroga. Se me mandató formular este planteo basado en que hay 
elementos nuevos. Tengo entendido que el 2 de diciembre ingresó el proyecto de ley para posponer el 
ingreso de los escribanos y, tal como señalé, la última Asamblea se llevó a cabo el 24 de noviembre, 
por lo que este tema todavía no fue considerado. Creemos que las cajas de auxilio morirán el 1% de 
enero, porque se va a formar una entelequia nueva, una asociación que dependerá de la buena 
voluntad de los patronos -que, por supuesto, pueden no tenerla- una nueva sociedad sin fines de lucro 
y dependiente de nuevos estatutos que, de esta fecha al 1? de enero, nadie va a tener. 


Consideramos que estos 70.000 trabajadores están totalmente desprotegidos porque, para la 
mayoría -Paycueros, CONAPROLE, enfermeros, nurses y médicos- no habrá viabilidad en el tiempo ni 
en las voluntades. Cabe aclarar que los médicos solamente representamos el 10% de todas las cajas, 
pues somos 6.000 contra los 60.000 que conforman el resto de las cajas. Si bien no estamos en 
desacuerdo con un Sistema Nacional Integrado de Salud, sí lo estamos con que se desproteja del 
subsidio por enfermedad a prácticamente 70.000 personas. No creemos que con este proyecto de ley 
se pueda realmente asegurar el cien por ciento del salario durante una enfermedad y tampoco 
entendemos correcto que algunos lo cobren y otros no. En este sentido, pensaba en los empleados 
públicos, en los Legisladores, en las maestras y en los trabajadores de las Intendencias, a quienes ni 
se les ocurre pensar que cuando estén enfermos no van a cobrar sus sueldos. Hoy el FONASA sólo 
puede dar $ 4.800 y las prestaciones que piensan aumentarse a lo largo del quinquenio llegarían a los 
$ 16.000; a su vez, se calcula que en el año 2014 el salario mínimo será de $ 12.000. Es decir 
que estamos hablando de cifras paupérrimas; además, tampoco esto está votado. Actualmente rigen 
las 3 BPC que, con los descuentos, significaría una suma de $ 4.800, téngase el sueldo que se tenga. 
Creemos que eso va a ser así. Y lo que se va a poder agregar con los nuevos subsidios por 
enfermedad es absolutamente incierto; no creemos que se llegue al cien por ciento porque no está 
estructurado de manera que garantice la pérdida del aporte patronal, ni la viabilidad y sustentabilidad 
en el tiempo, aun cuando hablemos durante estos cuatro años y nos conformemos con que en el 2014 
se perderán. 


Entonces, estamos posponiendo un problema y, sin lugar a dudas, una parte de la población 
se queda sin cobertura, amén de las otras prestaciones que tampoco queda claro si se van a poder 
realizar. 


Sobre el final del proyecto de ley, hay unos cuantos artículos en los que queda muy claro que 
si no hay sustentabilidad se puede intervenir y, por lo tanto, disolver. Lamentablemente, la visión del 
Comité de Crisis y de muchos de los usuarios de las cajas es que no se va pagar el cien por ciento del 
subsidio por enfermedad; que, obviamente, cuatro años pasan volando y estamos permitiendo que un 
colectivo importante quede con una prestación muy magra durante una enfermedad, que es cuando 
debería estar más cubierto. Además, hablamos de derechos adquiridos con un aval de la OIT de 
cuarenta años atrás. Realmente costó que esto entrara en la opinión pública; de a poco nos fuimos 
metiendo en el tema y lo fuimos haciendo de “onda”, como se dice coloquialmente. En mi caso, por 
ejemplo, soy una persona independiente; simplemente trabajo en la salud, soy jefa de familia y me 
preocupo por mis ingresos. Entonces, cuando me di cuenta de cómo era la cosa, me fui metiendo más, 
y quizás mi papel algo protagónico generó que fuera votada en la asamblea para representar esta idea 
aquí. 


En fin, lo cierto es que el Comité de Crisis y la gente que lo avaló considera que hay que 
posponer en el tiempo -como algo elegante desde el punto de vista político- o, simplemente, derogar el 
artículo 69 de la Ley N* 18.211. Creemos que no es inviable articular una entrada al FONASA 
persistiendo las cajas con el actual sistema para que se pueda garantizar el cien por ciento del ingreso 
durante la enfermedad. Ese es el objetivo principal, que no se contempla en este proyecto de ley. 


SEÑORA XAVIER.- Quería hacer una aclaración con relación al tema de la Caja Notarial. 


Queda claro que para incluirse en el Seguro Nacional de Salud la fecha ha sido remitida por el 
Poder Ejecutivo en la norma complementaria. En ese sentido, cabe recordar que estamos 


considerando este asunto de manera informal, porque todavía no se ha sesionado ni hecho la 
distribución correspondiente. Simplemente, aquí hubo una cuestión de cronología, por la llegada de los 
proyectos. Entonces, hemos concentrado el trabajo en el día de hoy, recibiendo a las delegaciones y a 
los señores Ministros, porque no los vamos a convocar en otra oportunidad. 


El proyecto deja en claro que quedan incluidos en el Seguro Nacional de Salud a partir del 12 
de enero de 2011, pero de acuerdo al proyecto de ley que sustituye el artículo 70 de la ley del Sistema, 
se incorporan a dicho Seguro a partir del 1* de julio de 2011. 


Quería recalcar este aspecto porque se trata de una cuestión que ya tiene una norma 
complementaria y no sé si se tiene el mismo conocimiento de ella que de la norma original. 


Además, quería decir a la doctora Mato que el subsidio por enfermedad que ya tiene sanción 
de la Cámara de Representantes, está a consideración de la Cámara de Senadores y que también lo 
vamos a votar antes de la finalización del año, seguramente en la sesión del día de mañana. El 
aumento de ese subsidio por enfermedad es gradual; estamos hablando de una BPC por año, aunque 
existe la posibilidad, de acuerdo a la voluntad política y a la disponibilidad de recursos, de que se 
pueda hacer abreviando esos tiempos. 


SEÑORA MATO..- Efectivamente, había entendido que existía una gradualidad. La idea principal es 
que no creemos que con esta propuesta tengamos realmente una cobertura del 100% sustentable. Las 
cajas no son todas iguales y pensamos que algunas ni siquiera podrían subsistir sin un aporte patronal 
muy definido. Por lo menos consideramos que en el texto que hemos leído hay huecos y que el tema 
no queda claro. Hoy tenemos un 5% de aporte patronal que consideramos un número importante; el 
proyecto de ley pauta que no puede ser menor al 50% de lo que aporte globalmente el funcionario; la 
parte obrera aportaría hasta un 3%, por lo que estaríamos hablando, como mucho, de un 1,5%. Quiere 
decir que el aporte se estaría reduciendo de un 5% a un 1,5%, a lo que habría que sumarle lo que 
implique el aporte obrero, que es magro. También hay que tener en cuenta que se va a aportar al 
FONASA así que, de todas maneras, si consideramos el costo de una prestación de menor calidad, 
concluiremos que será más cara para el obrero -implicaría una rebaja salarial- y que va a significar un 
beneficio al patrón, porque va a aportar menos. 


Entonces, probablemente tendremos una menor cobertura por enfermedad -no se garantizaría 
el 100%- con un aporte obrero mayor y un aporte patronal menor, y no estamos de acuerdo con esto. 


SEÑOR SOLARI.- Teniendo en cuenta que estamos a martes 21 de diciembre, es decir, a escasos 
nueve días de que entre en vigencia lo dispuesto por los artículos 69 y 70, quisiera pedir a nuestra 
invitada que nos relatara muy brevemente desde cuándo la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio 
-y, en particular, la referida al Sindicato Médico del Uruguay- ha planteado la necesidad de rever esa 
norma y que nos historie un poco por quiénes y cuándo fueron recibidos, así como en qué momento se 
les hizo formalmente el planteo de que habría algún tipo de modificación al respecto. 


SEÑORA MATO.- Esto se está manejando desde febrero de 2010; aproximadamente, han tenido lugar 
diez Asambleas en el Sindicato Médico del Uruguay por este tema y creo que he concurrido a casi 
todas. A su vez, ha habido algunas comunicaciones un poco ambiguas con respecto a la prensa o a la 
postura adoptada dentro mismo del Sindicato Médico del Uruguay donde, como en todos lados, existe 
diversidad. Los órganos del Sindicato siguen fuertes -y así lo queremos- si bien hemos tenido 
posiciones diferentes. El comité de crisis es el final del periplo de casi una asamblea por mes, en las 
que no se lograba un ámbito de negociación directa. Incluso, el Ministro Olesker había planteado un 
proyecto -que prácticamente es el mismo sobre el que se está discutiendo ahora- pero varias 
asambleas señalaron su discordancia y pedían la derogación del artículo 69 o la postergación para 
brindar un ámbito de negociación adecuado que no hemos logrado. 


Nadie nos recibió. El Comité de Crisis junto a la Bancada del Partido Nacional logró -casi el 
mismo día, el 22 de noviembre, y porque estaba pactado con anterioridad- que concurrieran el 
Vicepresidente del SMU, doctor Fraschini, el Tesorero, doctor Amorín y quien habla, como 


representante del Comité de Crisis, casi simultáneamente, una hora antes de que se presentaran al 
Ministerio para hablar de la negociación e intentar no llegar al paro. 


Fue muy infructuoso y decepcionante intentar dialogar -no lo habíamos logrado- y 
lamentablemente se llega a fin de año de esta forma, cuando las “papas queman”, cuando ya no hay 
más tiempo y se hace necesario conseguir una prórroga para seguir hablando. En ese sentido, creo 
que hay que abrir los canales de diálogo y de tolerancia todo lo que sea posible. Este es un tema ético 
álgido y que toca la opinión pública. El hecho de que el 2 de enero 70.000 personas queden sin una 
clara cobertura por enfermedad es muy malo. Incluso, no creemos que las nuevas cajas -digo esto 
porque si el artículo no es derogado, las otras cajas mueren- puedan siquiera volver a estructurarse 
rápidamente. ¿Cómo se va a hacer para pagar a un enfermo el 3 de enero si todavía no está 
demasiado claro ni hay tiempo para que este proyecto de ley se lleve a la práctica? Es necesario que 
se tome conciencia de que ni siquiera se ha estructurado y que aunque se aceptara en su totalidad el 
proyecto de ley planteado por el señor economista Olesker, no dan los tiempos para poder llevarlo 
adelante. A mi entender, es imperioso posponer su aplicación. 


Respecto a las instancias de diálogo a las que se refirió el señor Legislador, quiero señalar 
que algunas fueron con los doctores Trochansky y Rebella -como miembros del Comité Ejecutivo del 
Sindicato Médico- y gracias a ello se llegó a la negociación el 22 de noviembre que llevó a que en la 
asamblea del 24 de noviembre se levantara el paro y se aceptara esa propuesta como viable. Ha 
habido otros acontecimientos posteriores, como el proyecto de ley que compete a los escribanos y de 
ahí que hoy, como integrante del Comité de Crisis me sume a la idea de posponer su consideración. Ya 
se han presentado dos proyectos de ley según lo manifestado por el señor Representante García, y 
tengo entendido que hubo otro para la anulación del artículo 69, pero que no contó con los votos. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente del relato de los hechos -que naturalmente está muy bien, 
en el sentido de que hubo una asamblea que decidió levantar el conflicto porque en términos generales 
aceptaba la propuesta- sin atrapar la palabra de nadie, creo que en el entendido de que puede haber 
otros hechos que impliquen la insistencia de su aplazamiento, lo cierto es que si el Senado de la 
República no adopta una resolución, el 1? de enero entra en vigencia el artículo 69 y ese escenario 
será más complicado. Por lo tanto, la propuesta que está sobre la Mesa puede no contemplar todas las 
inquietudes, pero estimo que es un escenario muy superior -diría que hasta de entendimiento- para 
muchas de las cajas. Si bien es cierto que los patrones van a aportar menos a la caja de auxilio, si 
sumamos lo que aportan al FONASA y a la caja de auxilio, notoriamente la contribución, es superior y 
lo mismo sucede en el caso de los trabajadores. Lo cierto es que en varias cajas hay prestaciones 
adicionales. Además, se suman los colectivos de jubilados, lo que no es un elemento menor, sobre 
todo para los de bajos ingresos. 


No quiero ingresar en una “controversia” -dicho esto entre comillas- porque en realidad los 
distintos sectores ven lo particular y nosotros estamos obligados a ver lo general. En este caso, quien 
representa a una asociación o sindicato debe ver lo particular. Lo cierto es que nuestra invitada ha 
hecho mucho hincapié en que esa transición termina en el 2014 y a partir de esa fecha el Sindicato 
Médico se encontraría con que no estaría brindando el 100% de cobertura de salud a sus 
trabajadores. Aclaro que no estoy hablando de la transición, sino del 2014 en adelante, cuando las 
cajas de auxilio que tengan entradas más menguadas -del orden de los $ 16.000 a valores de hoy- 
sentirán que no van a poder atender el complemento como hasta ahora lo hacían. 


Entonces, la pregunta que surge es la siguiente. A entender de nuestra invitada, ¿a qué nivel 
deberíamos llevar ese seguro por enfermedad para que esté en una situación, no diría igualitaria, pero 
de mayor paridad? Varias cajas estarían en esos años en un ingreso promedio de $ 16.000 o $ 
17.000, aunque seguramente no es el caso de la del Sindicato Médico. Quizás ya han estudiado una 
cifra o de repente se podría estudiar en el primer año de transición -que es el menos conflictivo de 
todos- para ver si se puede paliar en algo esta situación y cuál sería el valor promedio. Por supuesto 
que si hay un dependiente de la salud que en términos de dinero está muy por arriba de esa cifra, no 
hay con qué darle, pero de repente ustedes tienen estudiado un promedio -por encima de esos $ 
16.000 o $ 17.000- que permitiera que la situación no fuera tan acuciante. Hago esta consulta porque 
creo que este es el punto neurálgico sobre el que nuestra invitada hace hincapié. 


SEÑORA MATO.- Antes de responder quiero aclarar que para nosotros toda Asamblea con voto libre 
es soberana, por lo que creemos que lo que votó la Asamblea del 24 de noviembre es absolutamente 
válido. Concurrimos a este ámbito porque fuimos invitados por la Comisión; nosotros estábamos en 
nuestras casas aceptando las condiciones que habían quedado. De todas maneras quiero aclarar que, 
como en todos lados, hay opiniones diferentes y estoy hablando en función de cómo me habían 
mandatado pero, por supuesto, acepto, al igual que todos, el mandato de las Asambleas como lo 
hemos hecho siempre. Todas las Asambleas son así y espero que continúen siéndolo. 


Sin lugar a dudas, la solución es menos mala, y si bien yo hablé de posponer en el tiempo, me 
refería a la fecha de ingreso del 1* de enero. 


SEÑOR RUBIO.- Quizás haya un problema de información. En el artículo 26 del proyecto que votó la 
Cámara de Representantes -según tengo entendido, tiene la misma redacción que el que vino del 
Poder Ejecutivo- se dice: “La obligación de aportar al Fondo Nacional de Salud,” -aquí, si interpreto 
bien, se está hablando de todas las cajas de auxilio, a excepción de la Caja Notarial, que vino en un 
proyecto aparte- “así como la incorporación al Seguro Nacional de Salud cuando no fueren 
beneficiarios del mismo, de los trabajadores y jubilados amparados por cajas de auxilio y seguros 
convencionales a que refiere el primer inciso del artículo 69 de la Ley N* 18.211, de 5 de diciembre de 
2007, regirán a partir del 1% de julio de 2011, y se realizarán en la forma que determine la 
reglamentación”. 


SEÑOR MICHELINI.- Se trata de los que no son beneficiarios. 


SEÑORA MATO.- No sé lo que sucede en las demás cajas, pero nosotros también tenemos algunas 
dudas. En lo que tiene que ver con los médicos, los que no son beneficiarios, son los que prestan 
servicios tercerizados al Estado así como también para servicios móviles y en la letra no está 
establecido cómo podría llegar a incorporarse este personal. Insisto que las personas que no son 
beneficiarias son las que facturan. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si, actualmente, ustedes tienen FONASA. 


SEÑORA MATO.- Depende de dónde se trabaje. Además, hay que tener en cuenta el tema del 
multiempleo. Por esta razón, hay colegas que tienen FONASA y otros que no. 


SEÑOR MICHELINI.- Los que no son beneficiarios, los que están acogidos a la caja de auxilio, 
ingresan, según el artículo 26, a partir del 1* de julio. 


SEÑORA MATO.- Según lo que entendimos, como el artículo 69 sigue vigente, se ingresa al FONASA 
el 1" de enero. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que el artículo 26 es bastante claro para aquellas personas que están 
cubiertas por una caja de auxilio, pero que no están incorporadas al FONASA o al Seguro Nacional de 
Salud por alguna otra circunstancia ajena a su pertenencia a la caja de auxilio. Puede darse -y de 
hecho se van a dar- una gran cantidad de situaciones de trabajadores que ya están incorporados al 
FONASA por su vinculación a tal o cual fuente de empleo, pero además, por estar incorporados a una 
caja de auxilio y al ya ser beneficiarios del Seguro Nacional de Salud, el vínculo con dicha caja quedará 
modificado a partir del a1” de enero del año 2011 y no del 1? de julio. 


SEÑOR ABREU.- Realmente, más que de otra naturaleza, este es un tema jurídico y político. Sin 
perjuicio de la interpretación armónica del artículo 69 de la Ley N* 18.211 con el artículo 26 -porque 
pueden haber interpretaciones distintas sobre si alguno de los beneficios que se están prestando se 
pierde o no- está muy claro que hay una resolución del Sindicato Médico del Uruguay en la que, entre 
las argumentaciones que aporta, plantea la decisión de realizar demandas por inconstitucionalidad 
basándose en el principio de irreversibilidad de las normas. Es decir que ya no estamos hablando 
simplemente de un interés específico -más allá de que toda declaración de inconstitucionalidad supone 
que alguien sea titular de un derecho directo o personal y que sea para ese caso en particular- sino de 
una argumentación adelantada respecto de la inconstitucionalidad de la ley si entrara en vigencia el 1? 


de enero. Me pregunto si el problema es la fecha o si simplemente se trata de que por el principio de 
irreversibilidad de las normas, al entrar en vigencia, de por sí, afectaría derechos fundamentales del 
Sindicato. Este es un tema que debería ser analizado desde el punto de vista jurídico por las 
eventuales consecuencias que pueda tener esta norma, sin perjuicio de todas las argumentaciones que 
planteó el Sindicato Médico en la asamblea y las apreciaciones de carácter político que, por supuesto, 
en relación con la materia legislativa, corren por un andarivel diferente al de esta Comisión. 


De modo que llamo la atención sobre este punto, pues como dije antes se invoca una 
inconstitucionalidad de la ley, si es que entra en vigencia el 1? de enero. 


SEÑORA MATO..- Quiero agregar que repartí dos fotocopias porque hubo dos asambleas separadas, 
realizadas en escenarios distintos; es más, hoy también estamos en un escenario diferente. La 
citación de los señores Senadores es interesante porque es el primer gran ámbito en el que podemos 
dialogar, aunque tal vez sea demasiado tarde para algunos aspectos, ya que se han producido 
determinadas situaciones. 


La referencia del señor Senador Abreu es a la Asamblea del 17 de noviembre, que es cuando 
se formó el Comité de Crisis al que pertenezco. Esa es la postura de muchos médicos y otras personas 
que pertenecen a las cajas de auxilio. 


Tampoco podemos desconocer la Asamblea del 24 de noviembre -de la que también les 
entregué una fotocopia- que es en la que se decide levantar el paro porque se acepta la negociación - 
que en ese momento no estaba en el papel- en la que, grosso modo, se pactó lo que ahora se dispone 
en este proyecto de ley. Sin embargo, según tengo entendido, no figura un elemento fundamental que 
llevó a aceptar la negociación, es decir, la devolución por parte del Estado de la diferencia entre el 
aporte al FONASA y lo que gasta el núcleo familiar o la persona. En realidad, existe un gran enigma 
respecto a cuándo va a empezar a regir eso y cómo se va a estructurar, aunque reconozco que no 
debe ser sencillo de realizar. La gradualidad en el aporte al FONASA, la voluntad de todos de no llegar 
a un paro y la supuesta devolución de los “excedentes” -entre comillas- entre lo que se aporta y lo que 
se gasta, llevó a la decisión del 24 de noviembre. 


Como dije antes, las dos resoluciones surgieron de distintos escenarios, por eso en mi 
opinión este tema se debe seguir analizando. 


SEÑOR RUBIO.- En primer lugar, quiero decir que acabo de hablar con el señor Ministro y es 
terminante en cuanto a que el ingreso de todas las cajas de auxilio, sin excepción, será el 1* de julio. 


En segundo término, uno de los artículos que comentamos cuando estaba presente el señor 
Ministro -en realidad más de uno- establece un tope y, en el caso de que el aporte estuviera por 
encima del 25% de la cuota promedio, se procederá automáticamente a la devolución según la 
reglamentación que establecerá el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Ese tema también está claro. 
SEÑORA MATO..- Creo que esa disposición no está incluida en este proyecto de ley. 
SEÑOR RUBIO..- Sí, está en esta iniciativa. 


SEÑORA MATO..- No figura en la versión de la que dispongo. Puede ser que haya una complementaria 
que no conozcamos. 


En principio se había hablado de una devolución individual, pero no sé si eso quedó 
establecido. Por eso me gustaría saber cómo se realizará la devolución. Reitero que no figura en este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Creo que podríamos, incluso, hasta intercambiar información. 


Me parece que la doctora Mato se refiere al mecanismo a establecer. Uno de ellos podría 
ser en base al costo promedio durante el ciclo de vida, el cálculo intemporal y, el otro, estaría vinculado 
al procedimiento de las devoluciones eventuales en función de retenciones, adelantos o anticipos 
mensuales que termina en la liquidación final del Ejercicio devolviéndose lo que corresponda a quien 
ha aportado por encima de la prestación del servicio. De acuerdo a lo que nos han expresado los 
representantes del Poder Ejecutivo, esto va a quedar en manos de una reglamentación, porque se 
entiende que es un tema complicado. De todas maneras, es justamente lo que nosotros también 
planteamos cuando estuvo presente el señor Ministro, para saber cómo se iba a manejar. Ahora bien, 
si el artículo 26 se interpreta de esa manera, podría ayudar a que la historia fidedigna de la sanción 
parta de la entrada en vigencia de la ley, o sea, en julio de 2011. 


SEÑORA MATO.- Cuando el señor Senador Michelini mencionaba el tema de los $ 16.000 en el 
2014 ó 2015 -no recuerdo bien cuando terminaba el período- dijo que se podía hacer alguna propuesta. 
Una de las ideas que se manejó fue el tema de la canasta básica, que actualmente está en $ 42.000 y 
era parte de lo que se había hablado. Esa es una de las ideas de las que se manejó. Quería dejar 
constancia de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente, quiero agradecer particularmente a la doctora Mato porque 
realmente estoy admirado por su intervención, primero, porque viene nada más ni nada menos que en 
representación del Comité de Crisis del Sindicato Médico del Uruguay; segundo, porque es mujer -por 
ahí se considera un comentario machista-; tercero, porque vino sola, y cuarto, porque expuso con 
mucha claridad sus puntos de vista y ha tenido una serenidad muy grande para aceptar conceptos con 
los que notoriamente discrepa. 


Agradecemos su presencia y le entregamos la documentación correspondiente para que, por 
lo menos en materia de información, no le falte nada. 


SEÑORA MATO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


(Se retira de Sala la doctora Mato, representante del Comité de Crisis del Sindicato Médico 
del Uruguay.) 


(Ingresa a sala una delegación del Fondo de Ayuda Social para el Personal del Centro de 
Navegación Transatlántica y Empresas Asociadas.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a los representantes del Fondo de Ayuda Social 
para el personal del Centro de Navegación Transatlántico y Empresas Asociadas. 


Antes de continuar, queremos informarles que la Comisión ya ha realizado varias entrevistas y 
que, entre compensar a los que están esperando y a los que están en Comisión planteando temas 
importantes, ha preferido otorgar más tiempo a estos últimos, lo que ha impedido recibir las 
delegaciones en el horario fijado. Por esa razón pedimos las disculpas del caso y, sin más trámite, les 
cedemos el uso de la palabra para escuchar su opinión en el tema que los convoca. 


SEÑOR BACCINO.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos, y antes que nada queremos destacar 
que estamos aquí cumpliendo el mandato que surgió de una Asamblea Extraordinaria de nuestra 
institución, realizada el 30 de setiembre de este año, por la que se solicitó a la Comisión Directiva y a 
los asesores que se hiciera todo lo que estuviera a nuestro alcance -sin perjuicio de integrar la Mesa 
Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros Convencionales- para encontrar alguna alternativa al 
proyecto de ley que en aquel momento ya estaba circulando. Si bien esta iniciativa modifica el artículo 
69 del Sistema Nacional Integrado de Salud, nosotros consideramos que no es lo suficientemente 
beneficioso o aceptable para nuestra caja. 


A los efectos de dar un breve pantallazo, quiero mencionar que representamos a 
aproximadamente 1.100 afiliados y que nuestra institución nuclea a varias empresas vinculadas a la 
navegación, a operarios portuarios y, hasta hace un año, a los agentes de seguros que en ese 
momento se retiraron porque pertenecían a la Caja Bancaria y en la actualidad no tienen ningún tipo de 
cobertura. 


SEÑOR BRANDA.- Quisiera agregar que entre esos 1.100 afiliados también están incluidos los 
trabajadores de las agencias marítimas, de los operadores portuarios, de los depósitos intra y extra 
portuarios y de las Cámaras asociadas al sector. Quiere decir que nuestra institución abarca a toda la 
comunidad portuaria. 


SEÑOR BACCINO.- Nos interesa hacer algunas precisiones en relación al proyecto de ley que viene 
de la Cámara de Representantes. 


Seguimos sosteniendo que hubiéramos querido -porque entendemos que habría sido muy 
beneficioso para todos- que se nos permitiera participar en la búsqueda de una solución para las cajas 
y los seguros convencionales. No fuimos parte de la negociación y seguimos estando fuera de ella. 
Destaco que esta iniciativa vino del Poder Ejecutivo y que nosotros mantuvimos distintos contactos con 
varios Legisladores de todas las Bancadas, manifestándoles nuestra aspiración de participar ya que 
somos un colectivo de más de 55.000 personas afiliadas a este sistema que, además, funciona bien 
desde hace muchos años. Esto ya se ha dicho muchas veces y lo cierto es que hoy nos tenemos que 
enfrentar a la realidad de este proyecto de ley que, supuestamente, ha sido aprobado por las cajas o, 
al menos, así lo ha dicho reiteradas veces el señor Ministro Olesker. Nosotros no lo aprobamos, no 
fuimos parte del proceso, no participamos en la negociación y, por tanto, no sabemos a quién hace 
referencia. Si bien posteriormente expondrá la Mesa Coordinadora de la que formamos parte -por lo 
que suscribimos lo que aquí planteen- queremos reiterar que nosotros no lo hemos aprobado. De 
cualquier forma, ante la realidad que planteaba el artículo 69, que era el ingreso sin ningún tipo de 
modificación, este proyecto de ley introduce alguna mejora, pero creemos que todavía se puede hacer 
más a nivel de la Cámara de Senadores. Si la voluntad del Poder Ejecutivo y del Parlamento es que 
estos colectivos continúen existiendo, sería oportuno que se diera algún tipo de incentivo a las 
empresas ya que se les impone el 50% de los gastos de administración. En nuestra caja vemos que 
va a ser un poco difícil que muchas de las empresas estén dispuestas a hacer un aporte superior al del 
FONASA, que es del 5%; básicamente, creemos que eso se puede mejorar mediante esta vía. 


Por otro lado, la propuesta de que al final del período de Gobierno se llegue a las ocho Bases 
de Prestaciones y Contribuciones -un poco más de $ 16.000- si lo cotejamos con los convenios 
colectivos del sector -que fueron aprobados hace pocos días- va a estar acompasando prácticamente 
al Salario Mínimo Nacional; no creo que haya mayor variación, pues la realidad es la misma. Esto no 
resulta un aliciente importante y no vemos que pueda asemejarse a lo que estamos brindando hoy: un 
aporte al Estado -aunque escaso- lo que, obviamente, a los trabajadores de nuestra caja les implica 
una rebaja salarial directa inmediata, e indirecta por la vía de la cobertura que no estarían percibiendo. 


En otro orden de cosas, nos gustaría que estuviera un poco más establecida o acotada la 
forma en que el Poder Ejecutivo va a controlar el ingreso de los nuevos convenios colectivos que se 
formalicen. Pensamos que quizás a nivel de la Cámara de Senadores se pudiera hilar un poco más fino 
y establecer algún criterio objetivo que no sea solo de carácter económico. Si utilizamos solamente un 
criterio económico, quizás la intención quede un poco a mitad de camino. De pronto, se podría plantear 
algún otro criterio de evaluación a los efectos de ver si son o no viables. Creemos que no es 
conveniente que esto quede para ser legislado por un decreto y, además, podría dar lugar a algún tipo 
de abuso. 


En principio, estas son las impresiones que queríamos trasmitir. 


SEÑOR BRANDA.- Más allá de que mi compañero Baccino hizo un resumen acerca de cómo funciona 
el Fondo de Asistencia Social y de las posibles alternativas, como el hecho de que este nuevo proyecto 
de ley prospere y brinde alguna idea para mejorar las exoneraciones a las empresas a fin de que 
tengan incentivo para aportar el 50% de los gastos administrativos, existen temas de fondo sobre los 
cuales hemos tratado de conversar con los señores Senadores. 


Como bien dijo el señor Baccino, en ningún momento negociamos esta salida. Es más, 
queremos remarcar que lo que funciona bien y no genera gastos para el Estado no debería tocarse. En 
definitiva, el cierre de las cajas de auxilio empareja hacia abajo la situación de la atención de la salud; 
en algún caso se castiga a los que menos tienen porque quienes perciben mayores ingresos van a 
seguir atendiéndose en el sector privado. Entonces, más allá de que se habla de equidad, esta 
iniciativa genera una cantidad de inequidades. Para poder demostrarlo, pusimos el caso de una 
persona que aporta al FAS o al FONASA y que gana $ 25.000 nominales. En el FAS el sueldo líquido 
habría sido de $ 20.233, y en el FONASA, de $ 19.595, lo cual implica una rebaja salarial. Además, 
calculamos los gastos de esta persona, comparando las prestaciones que hoy le brinda el FAS con las 
que va a tener mediante el FONASA, sobre la base de una enfermedad que dure quince días. 
Pensamos en la emergencia médica móvil -que el FONASA no cubriría y el FAS sí- dos órdenes a 
consultorio, dos a domicilio, ocho medicamentos, cuatro análisis, un tratamiento odontológico, un par 
de lentes, un carné de salud y cobertura de servicio fúnebre. Básicamente, este es un paquete para 
una persona media -esto es, que no se enferme muy seguido- que determina una quita de $ 
26.171 anuales, lo que significaba un doceavo de su sueldo anualizado. En definitiva, una persona que 
gana $ 20.000 va a estar afectada, con relación de su pasaje del FAS al FONASA, en 
aproximadamente, $ 26.000, lo cual llevará a que seguramente no saque las dos órdenes a domicilio o 
a consultorio o los ocho medicamentos o se haga los cuatro análisis. Por eso, más allá de lo que dice 
el doctor Baccino en cuanto a los aspectos a mejorar de este nuevo proyecto, queríamos hacer estos 
comentarios sobre los temas de fondo por los cuales creemos conveniente que la caja de auxilio y el 
FAS en este caso, continúen existiendo. 


SEÑORA XAVIER.- Les agradecemos a nuestros invitados por su presencia. 


En esa simulación que han realizado, ¿cómo incorporaron a los hijos menores de 18 años, o 
de cualquier edad discapacitados, y a los cónyuges? 


SEÑOR BRANDA.- Ese es un simulacro de una persona sin hijos a su cargo. En caso de dos hijos 
menores a cargo, se le agrega la emergencia móvil de cada uno, dos órdenes a consultorio de cada 
uno, dos órdenes a domicilio de cada uno, ocho medicamentos de cada uno, cuatro análisis de cada 
uno. O sea, lo mismo que le corresponde a una persona mayor, pero multiplicado por dos, y con el 
mismo escenario nos da $ 40.000. Es decir, la diferencia entre lo que hubiera cubierto el FAS versus lo 
que cubriría el FONASA, sería $ 40.000 anuales. 


SEÑOR BACCINO..- Quisiera hacer una pequeña salvedad. 


Nosotros nos seguimos rigiendo -obviamente, ahora va a quedar derogada la ley por la 
entrada en vigencia del artículo 69- por el viejo Decreto Ley N* 14.407. De manera que el aporte de los 
trabajadores es del 3% y no 4,5% o 6%, como es actualmente con el FONASA; por su parte, el aporte 
de las empresas es hasta el 5%. Entonces, el trabajador aporta menos y estaría recibiendo más. 


SEÑOR SOLARI.- Les agradezco que hayan concurrido a esta Comisión y por su presentación, que 
fue muyy ilustrativa. 


Quisiera saber desde cuándo tiene planteada vuestra caja de auxilio la inquietud con respecto 
a este problema. Además pregunto si han solicitado entrevistas a las autoridades del Poder Ejecutivo y 
en caso de ser así, si les fueron concedidas. 


SEÑOR BACCINO.-La inquietud la tenemos desde el año 2006, que es cuando se comenzó a prever 
que iba a existir un Sistema Nacional Integrado de Salud y que iba a tener determinadas 
características. En aquel momento participé en una exposición que realizó el economista Olesker en la 
sede de AEBU y allí le consultamos sobre cuál iba a ser la participación de las cajas de auxilio. La 
respuesta fue que en ese momento no las había tomado en cuenta y que no sabía de su existencia. 
Nosotros cursamos una nota al entonces Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, quien 
fuera médico certificador durante quince años de una caja de salud -la de los canillitas- y a partir de ahí 
se empezó -digamos, desde arriba hacia abajo- a tomar en cuenta cuántos éramos, quiénes éramos, 
qué beneficios dábamos, si cumplíamos y si causábamos algún problema o no. Obviamente, el tiempo 


transcurrió y se aprobó la ley cuyo artículo 69 estableció un límite. Durante este año intentamos tener 
reuniones con jerarquías del Banco de Previsión Social, de los Ministerios de Economía y Finanzas, de 
Salud Pública y de Trabajo y Seguridad Social, pero sólo fuimos recibidos por autoridades de este 
último. En cuanto a los parlamentarios, podemos decir que nos contactamos con representantes de 
todos los sectores, tanto del oficialismo como del Partido Nacional, del Partido Colorado y del Partido 
Independiente. En cambio, como dijimos, salvo el señor Subsecretario del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, no fuimos recibidos por autoridades de ninguna otra Cartera. 


SEÑOR RUBIO.- Agradecemos la presentación de nuestros invitados, pero debemos decir que a 
nosotros los números nos dan distinto. Está claro que con respecto a la parte de aporte 
complementario patronal, por ley se estableció que no puede ser menor al 50%. Por otro lado, quiero 
destacar que algunas cajas de auxilio tienen cobertura para los jubilados y otras no, pero con la nueva 
ley ese beneficio estaría incluido. Quiere decir que se debería tomar en cuenta el paquete en su 
conjunto, es decir a quiénes comprende la cobertura, si se incluyen los cónyuges, los hijos, sobre todo 
en el caso de discapacitados y, como dije, también si hay cobertura para jubilados. Asimismo, debe 
tenerse presente cuál es el aporte patronal que se dispone en este proyecto de ley. Por consiguiente, 
está claro que los números varían de acuerdo con los elementos que se estén considerando. 


SEÑOR ABREU.- Parecería que el sistema de contribución que se hace desde el punto de vista 
laboral, que es del 3%, es uno de los elementos que los coloca en la situación de cajas de auxilio a las 
que el Poder Ejecutivo decidió pasar al régimen del FONASA. Ahora bien, hay una excepción en el 
ámbito de las cajas de auxilio que determina que los beneficios de salud que se prestan a los 
trabajadores están incluidos en el salario; me refiero, concretamente, al caso de AFITIC, que no 
ingresa al FONASA por tener un régimen distinto debido a esa inclusión de beneficios en el salario. Me 
gustaría saber si nuestros invitados avizoraron la posibilidad de tener un régimen similar al de AFITIC 
para que estuvieran en igualdad de condiciones en el ámbito de la ley. Parecería que por un criterio 
diferencial se determinaría que si los beneficios se incluyen en el salario, no aplica el régimen del 
FONASA. Por lo menos eso es lo que ha dicho aquí el señor Ministro. 


SEÑORA XAVIER.- Eso fue fruto de una negociación colectiva que determinó que el beneficio se 
incluyera en el salario. No es lo mismo tener una caja de auxilio que recibir prestaciones. 


SEÑOR ABRELU.- Pero si atendemos el tema vemos que también se trata de convenios colectivos. La 
caja de auxilio, desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, simplemente puede ser mitigada por 
el hecho de ver cómo en un convenio colectivo se establece el reparto o la forma en que se prestan 
los servicios en función de criterios que en algunos casos son de retención, y en otros no. Hago este 
razonamiento para ver si jurídicamente se puede transitar de caja de auxilio a un simple acuerdo de 
convenio colectivo, como es el caso que mencioné de AFITIC, para quedar fuera del FONASA. 


SEÑOR BACCINO.- En realidad, en el proyecto de ley que está a consideración nos llevan a un 
convenio colectivo. Es decir, la modificación de los estatutos constituye un convenio colectivo y por eso 
cuando inicié mi exposición dije que una de nuestras principales preocupaciones era ver cómo 
hacíamos para que las empresas -como muy bien manifestó el señor Senador Rubio, ya tienen un 
porcentaje establecido- realizaran convenios con nosotros, ya que no las podemos obligar y, en este 
caso, enfrentaríamos un problema. 


Estamos dando por terminada una ronda del Consejo de Salarios en la que, por lo menos en 
el sector que representamos, se llegó a determinados acuerdos, y si ahora tuviéramos que ir a plantear 
que necesitamos un 2% o un 3% más para ese convenio, seguramente nos enfrentaríamos a un 
problema. Si no damos un incentivo y un beneficio a las empresas, ¿por qué motivo nos van a dar un 
3% más para mantener o crear la caja? En ese caso no tendría una fuente de financiación válida y 
deberé pelear con mi empleador un beneficio o un derecho que ya tenía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Julio Branda y del doctor Luis Baccino. 
Esperamos encontrar un punto de encuentro en un futuro no muyy lejano. 


(Se retiran de Sala los representantes del Fondo de Ayuda Social para el personal del Centro 
de Navegación y Empresas Asociadas.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio) 


Damos la bienvenida a la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio, encabezada por su 
Presidente, el señor Ruben Figueira; el Secretario, contador José Alves; la doctora Susana Begue; la 
señora Carmen Sande y el señor Ruben Fuentes. 


Como en el día de hoy recibimos a muchas delegaciones y tratamos un tema muy complejo, 
preferimos extender la sesión para poder escuchar a todos, y por ese motivo les pedimos disculpas por 
la demora. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Antes de dar nuestra opinión sobre el proyecto de ley que está a consideración de 
la Comisión de Hacienda, queremos agradecer a los señores Senadores que nos hayan recibido en 
este ámbito. 


SEÑOR ALVES.- Muchas gracias por recibirnos. 


Hemos concurrido a esta Comisión para exponer nuestra opinión sobre el proyecto de ley por 
el que se pretende introducir modificaciones al sistema de salud vigente. 


Tal como lo manifestamos en ocasión de comparecer ante la Comisión de Hacienda 
integrada con la de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, las Cajas de 
Auxilio son un instrumento de vieja data que se dieron diversos colectivos de trabajadores de la 
actividad privada para cubrir sus contingencias de salud y enfermedad, haciendo uso de los 
instrumentos previstos en los Convenios N* 24 y N* 130 de la OIT. 


El modelo de financiamiento adoptado fue el de la más pura solidaridad contributiva, es decir 
que cada afiliado aportaba en proporción al sueldo y recibía beneficios en función de las necesidades 
de salud de cada momento. 


En el año 1975 la dictadura disolvió muchas Cajas de Auxilio, y por el Decreto Ley N* 14.407 
se creó un ente paraestatal que conglomeró los diversos sistemas, unificó e igualó para abajo las 
prestaciones topeando el subsidio por enfermedad en un 70% del sueldo, a partir del cuarto día y hasta 
un máximo de 3 Salarios Mínimos Nacionales. Sin embargo, se mantuvo el modelo de financiamiento 
con base a contribuciones de seguridad social como alícuotas del sueldo, modelo que aplican las Cajas 
actualmente, aunque con variantes en cuanto a topes y porcentajes. 


Esta historia viene a colación porque, según se propone en el Capítulo Il del proyecto de ley 
que se está considerando, se modificaría sustancialmente el régimen de financiamiento del sistema 
estatal de salud, cambiando las contribuciones al Fondo Nacional de Salud. Estas contribuciones ya no 
seguirían un modelo de solidaridad grupal, sino que estaríamos frente a un nuevo modelo de aportes 
individuales topeados hasta el monto de los beneficios que percibe cada usuario del sistema, más un 
plus fijo. 


Según dijo un representante del Poder Ejecutivo en Comisión, “La reforma no se diseñó para 
recaudar impuestos sino para favorecer al ciudadano y dar beneficios de salud a todos los uruguayos... 
Se busca una asociación mucho más estrecha entre aportación y beneficios recibidos por el Fondo”. 


Queremos recordar que no hace mucho tiempo, el señor Ministro de Salud Pública exponía, 
como argumento para la urgente integración de los afiliados de las Cajas de Auxilio al FONASA, lo 
siguiente: “No puede ocurrir que mientras el total del FONASA no cubre a algunos ciudadanos, existan 
recursos excedentarios de las Cajas de Auxilio volcados a prestaciones superiores a las que otorga el 
seguro de salud de todos los uruguayos. Ese es el meollo del asunto”. Incluso mencionó que el ingreso 
de estos afiliados reportaría alrededor de US$ 45:000.000 al FONASA. 


Ahora, con este cambio en el régimen de aportes, el ingreso de los afiliados de las Cajas no 
solo no aportará los ya famosos US$ 45:000.000, sino que provocará pérdidas al Estado, que se 
financiarán con Rentas Generales, al menos en los años de transición. Esto fue reconocido también 
por el Director de la Asesoría Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas, en la Comisión 
de la Cámara de Representantes. No se sabe cuál será la incidencia financiera luego de la transición, 
pero con seguridad no será, ni por asomo, aquella cifra. ¿Por qué? Porque los afiliados con sueldos 
altos aportarán solo hasta el costo de sus cuotas promedio más un 25% -es decir que aportarán 
menos de lo que vuelcan hoy a las Cajas de Auxilio-, mientras que los afiliados con sueldos bajos -de 
los que hay unos cuantos miles en las Cajas de Auxilio- serán subsidiados por el Estado, ya que sus 
alícuotas no cubren las cuotas promedio suya y de sus familiares. Y si bien el FONASA recaudará el 
aporte patronal -ahora llamado por el Ministro de Salud Pública “un impuesto que pagan los patrones 
por la salud de sus trabajadores”-, no hay que olvidar que el Estado, a través del Banco de Previsión 
Social, también se hará cargo de los subsidios por enfermedad -cuyo tope se propone aumentar por 
otro proyecto de ley-, además de tener que pagar también lentes, prótesis, ortesis, etcétera. O sea que 
los ingresos serán menores de los que se calculaban por el régimen actual de aportes, y los gastos del 
Estado serán mayores. 


En resumen, vemos que ya no existiría esa urgencia de ingreso de los colectivos de las Cajas 
de Auxilio para mejorar la recaudación del FONASA en US$ 45:000.000, porque la filosofía del sistema 
cambia y ahora los aportes de los afiliados de las Cajas con ingresos más altos -a quienes se llamaba 
privilegiados en muchas ocasiones por ello-, dejó de ser “el meollo del asunto”, como decía el Ministro 
hasta hace un mes atrás. 


Entonces, simplemente nos preguntamos: ¿Por qué la urgencia de ingresar a los afiliados a 
las Cajas de Auxilio aunque sea a pérdida para el Estado? ¿Por qué no existe esa urgencia con otros 
colectivos, como ser los empleados municipales, o los beneficiarios de Sanidad Policial y Sanidad 
Militar, que son muchos miles más que los de Cajas de Auxilio y reciben prestaciones muy superiores a 
estos? 


Estas son las cosas que no alcanzamos a entender, puesto que si la filosofía del sistema 
estatal ahora es no recaudar más que lo que se aplica a prestaciones, y se refuerza el pilar no 
contributivo, financiado por Rentas Generales, ¿por qué apurar el ingreso de un colectivo que atiende a 
sus beneficiarios con sus propios recursos? 


Este proyecto no fue negociado con los representantes del Plenario de Cajas de Auxilio, este 
último no fue reconocido como interlocutor por el Ministro y solamente dialogó con los delegados 
gremiales. De nuestra parte, siempre estuvimos dispuestos al diálogo e, inclusive, presentamos un 
proyecto alternativo que preveía un sistema de aportes también proporcionado a los costos por parte 
de los afiliados a las Cajas, similar al que se adoptará ahora por este proyecto para todos los afiliados 
al FONASA, pero con la ventaja de que nunca ocasionaba pérdidas al Estado, como fue reconocido 
que sucederá ahora. 


Este iniciativa propone una modificación del régimen de las Cajas de Auxilio, del Capítulo X 
del Decreto Ley N* 14.407, creando unas entidades llamadas complementarias, que luego de un 
período de transición de cuatro años solamente contarán con ingresos provenientes de aportes que se 
acuerden entre empresas y trabajadores, por fuera del aporte al FONASA. Entonces, todos nos 
preguntamos: ¿qué pasará con las Cajas de Auxilio en ese nuevo escenario? ¿Qué pasará con los 
más de 200 trabajadores directos e indirectos de estas Cajas? ¿Qué pasará con los beneficios que 
reciben los afiliados y sus familias, que son superiores a los que brinda el sistema estatal y que 
constituyen derechos adquiridos? 


La propia iniciativa dice que solo sobrevivirán quienes logren, mediante convenios colectivos, 
aportes de los trabajadores y de las empresas suficientes para financiar los beneficios adicionales a los 
que sirven el FONASA y el BPS. Pero todos sabemos que, de acuerdo con la ley de convenios 
colectivos, estos deberán ser negociados por las empresas con los sindicatos -la ley habla de 
organizaciones representativas- y, si bien se dice -y el señor Ministro lo expone como un logro- que las 
empresas deberán aportar un 50% de lo que se acuerde, también sabemos que basta que las 
empresas no estén dispuestas a acordar bajo estos términos para que no haya convenio colectivo, ni 


reforma de estatuto, ni 50%, y las Cajas dejen de existir por caer el convenio al final del año de gracia 
previsto en el artículo 18 del proyecto. 


Desde el Poder Ejecutivo se dice que, por otra ley, el tope del subsidio por enfermedad 
subirá gradualmente y, por ende, bajará el monto a servir como complemento por las Cajas, así como 
también se expresa que el sistema de salud irá incorporando salud bucal y salud mental, abarcando lo 
que hoy brindan las Cajas. Respecto al primer punto, queremos precisar que no solo importa el tope, 
sino que también son limitantes del subsidio estatal el período de carencia de los tres primeros días de 
enfermedad y el porcentaje del sueldo de actividad que se subsidia, que es el 70%. De manera que los 
tres primeros días y el 30% continuarán a cargo de las Cajas; esto no es poca cosa porque, como 
podemos ver en la realidad de cada día, la mayoría de las ausencias al trabajo por enfermedad son por 
períodos cortos, de uno a cinco días y, por lo tanto, en su mayor parte no estarán cubiertas por el BPS. 
En cuanto al segundo aspecto, cabe señalar que estas incorporaciones de prestaciones de salud bucal 
y mental no tienen plazo y, por el alto costo que implican, seguramente serán de incorporación muy 
lenta, en un sistema del FONASA que será más dependiente de los subsidios de rentas generales en el 
futuro, como se supone. 


Por tanto, con esas exigencias planteadas, probablemente solo sobrevivan las Cajas en las 
que haya sindicatos fuertes -esto es real solo en un número reducido de las Cajas que existen 
actualmente- y en las que haya empresas con capacidad contributiva extra que, bajo presión o a través 
de algún incentivo, estén dispuestas a aumentar sus aportes por encima del actual. Del otro lado, 
también será necesario que los trabajadores estén dispuestos a aportar más. Entonces, quienes ganan 
menos deberán acceder a aumentar las alícuotas de sus aportes para poder continuar percibiendo 
beneficios que hoy ya perciben, en tanto que los trabajadores que ganan más, que recibirán 
excedentes, podrían aplicar parte de éstos al financiamiento de los beneficios, según se dice en el 
artículo 11. Ahora bien, tengamos en cuenta que si estos aportes por excedentes están gravados por el 
IRPF se verán reducidos en su monto, y solo exonerando la parte de los reintegros de excedentes que 
se vuelcan a financiar una Caja de Auxilio, existirían incentivos reales para hacerlo. Pero la 
modificación introducida en la Cámara de Representantes en el inciso segundo del artículo 31 del 
proyecto va en sentido contrario, porque excluye los aportes voluntarios a las Cajas de Auxilio, de las 
deducciones para el IRPF que prevé el literal B) del artículo 38 del Título 7 del Texto Ordenado de 
1996. Es decir que, por este agregado, los aportes a las Cajas de Auxilio serían los únicos a una 
institución de seguridad social que no se admiten como deducibles para el IRPF, en tanto todos los 
aportes a institutos estatales y no estatales se aceptan como deducibles. Creemos que eso discrimina 
a las Cajas y contradice el propósito declarado en la exposición de motivos del proyecto en cuanto a 
promover las cajas de auxilio. 


En consecuencia, en este nuevo escenario, donde se propone modificar el paradigma de la 
solidaridad contributiva como sostén del sistema de salud y atención a la enfermedad, entendemos que 
son muchos los obstáculos que habrá para la sobrevivencia de las Cajas de Auxilio como entidades de 
contribución solidaria en los diversos colectivos de trabajadores para servir las prestaciones que no se 
otorgan desde el sistema estatal. 


Creemos que se debe armonizar este proyecto con lo previsto en el artículo 8 del Convenio 
N? 154 de la OIT, que dice que “Las medidas previstas con objeto de fomentar la negociación colectiva 
no deberán ser concebidas o aplicadas de modo que obstaculicen la libertad de negociación colectiva”, 
así como el artículo 2% de la Ley N* 18.566, que establece que “En ejercicio de su autonomía colectiva 
los empleadores u organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o varias 
organizaciones de trabajadores, por otra, tienen derecho a adoptar libremente acuerdos sobre las 
condiciones de trabajo y empleo, y a regular sus relaciones recíprocas”. En armonía con esas normas 
se deberían remover algunos obstáculos contenidos en este proyecto, para que se concreten en la 
realidad las cajas complementarias previstas. 


Primero: se debería remover la limitación de objeto contenida en el literal b) del artículo 17, 
puesto que si es más conveniente para las partes que se agreguen otros beneficios sociales que no 
sean únicamente las prestaciones sanitarias que no brinde el Sistema Nacional de Salud y ello hace 
viable el convenio, sin contravenir las leyes, será mejor para las partes. 


Segundo: se debe remover la exigencia de un estudio de viabilidad técnica del artículo 17, 
inciso segundo, requisito este que no resulta útil porque somete al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y a las partes a una eventual discordia sobre números, asunto que no es esencial al convenio. 
Lo adecuado es que la autoridad ministerial cumpla solo un control de legalidad previo a homologar el 
convenio. 


Tercero: creemos que la potestad prevista en el artículo 20 de suspender el acto de un 
seguro por parte del Poder Ejecutivo, sin que se someta al administrado a un debido proceso, es 
excesiva en un estado de derecho. Aun cuando los seguros puedan recurrir al final al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, todos sabemos cuánto demora un juicio así y cuánto cuesta. Al final de ese 
proceso siempre resultan daños irreversibles, ya sea para los particulares o para el propio Estado, si no 
procedió ajustado a derecho. 


Cuarto: se debe eliminar la tasa de contralor que se aporta al Banco de Previsión Social, en 
forma total, inmediata y coincidente con la fecha en la cual los afiliados pasan a estar amparados por el 
FONASA, es decir, con la redacción actual del proyecto, al 1/7/2011. 


Quinto: referido a los afiliados a los seguros en particular y a todos los afiliados al FONASA, 
expresamos que no entendemos bien el porqué de la magnitud tan alta del plus del 25% sobre la cuota 
promedio, previsto en el artículo 11 del proyecto. Los representantes del Poder Ejecutivo dijeron aquí: 
“En base a la evaluación de los costos de administración y a la realidad financiera actual del Fondo 
Nacional de Salud, se establece el 25%”. El concepto queda en un marco de indefinición que no 
permite comprender si se trata de un costo o de un tributo adicional no explicitado. 


Sexto: se debería exonerar del IRPF la parte de los excedentes previstos en el artículo 11 
que se vuelque, mediante los convenios previstos en la ley, a financiar prestaciones servidas por los 
seguros de enfermedad. Se remueve así una limitación a la concreción de convenios facilitando el 
aporte de los afiliados. 


Séptimo: el artículo 18, inciso segundo, dice que el Poder Ejecutivo promoverá la celebración 
de acuerdos que permitan financiar los gastos de los seguros convencionales. Creemos que esa 
promoción debe entenderse en el mismo sentido que las demás leyes de promoción del Estado -por 
ejemplo de inversiones, de exportaciones, etcétera-, o sea, con la aprobación de normas que otorguen 
franquicias a aquellos colectivos que acuerden invertir en la salud de los trabajadores. Se debe 
entender que la inversión en capital humano es tan importante o más que la inversión en capital 
material, esta última fuertemente promovida por el Estado, mediante renuncias fiscales de gran cuantía 
en el pago del IRAE y del Impuesto al Patrimonio, y que según un informe reciente de la Dirección 
General Impositiva costó solo en 2009 más de $ 3.000:000.000 al Erario, solo por concepto de 
renuncias fiscales de IRAE. En esa materia, cabe al Parlamento jugar un importante papel, puesto que 
es en esta Casa donde se debe resolver toda la materia tributaria. Entonces, abogamos porque, 
llegada la hora de promover los acuerdos que permitan mantener las prestaciones que quedarán sin 
financiamiento, se aprueben las medidas legales de promoción efectiva. 


Octavo: queremos reconocer a este Parlamento el haber atendido las demandas que trajimos 
cuando se consideró la Ley de Presupuesto, viendo que se incluyó en la redacción final de los artículos 
793 y 806 -actuales- la exoneración del IRPF a las prestaciones que reciban los beneficiarios de las 
Cajas, remisión recogida por el artículo 31 de este proyecto. Sin embargo, solicitamos que se quite el 
inciso segundo de ese artículo, que prohíbe deducir del IRPF los aportes que los afiliados realicen a las 
Cajas de Auxilio. 


Finalmente, debemos decir que aprobamos la inclusión al FONASA de todos los jubilados 
que tributaban a una Caja de Auxilio, previsto en el artículo 25, disposición que viene a reparar una 
injusticia que se cometió discriminando a los jubilados, según de donde provenían. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABREU.- Hemos escuchado con atención -ya estábamos en conocimiento del tema- el planteo 
que los comparecientes han venido realizando en forma reiterada y que, además de tener carácter 
económico y financiero, es jurídico y legal, en cuanto a cuál sería la situación futura -luego de la 
entrada en vigencia de esta ley- de acuerdo al mecanismo que se está estableciendo de convenios 
colectivos complementarios. En ese aspecto, los comparecientes hacen una advertencia con respecto 
a la sobrevivencia de aquellas cajas de auxilio que son fuertes, cuya fortaleza también está en función 
del peso de las empresas y sus sindicatos; las más débiles son las que tendrían más dificultades para 
sobrevivir. Es decir que en cuanto al futuro y con respecto a los mecanismos de seguros 
complementarios que establece la ley, se está marcando una cierta asimetría -por decirlo así-, en 
cuanto a las posibilidades que puedan tener futuras cajas de auxilio de carácter complementario. 


Sin perjuicio de todo esto, e inclusive referido a los aspectos impositivos, es decir, a los 
incentivos tributarios que quedan en duda con respecto a la Ley N* 14,407, surge la evidente pregunta 
de qué tipo de incentivos podría también ser aplicable, en cuanto a exoneraciones tributarias, a futuras 
cajas de convenios colectivos complementarios. 


Quiero hacer una pregunta muy puntual a los comparecientes, a efectos de no realizar una 
exposición y más allá de que mañana se realizarán todas las referencias al respecto. Asimismo, cabe 
destacar la importancia de la referencia que realizan los comparecientes a los convenios de la OIT, por 
ejemplo, al artículo 8%, al Convenio 154, a la Ley N* 18.566. El tema que me preocupa es la precisión 
que realizan los comparecientes con respecto a que son limitantes al subsidio estatal la carencia del 
período de los tres primeros días de enfermedad, así como el porcentaje en que cada uno lo asume, 
del cual el 30% iría a la Caja. Esa es una limitante a la futura organización de un eventual convenio 
colectivo de seguro complementario. ¿Por qué? Porque, en la realidad, la mayoría de las ausencias al 
trabajo por enfermedad son por períodos cortos -de uno a cinco días- y, en este caso, no estarían 
cubiertos por el Banco de Previsión Social. 


Me gustaría que los comparecientes pudieran desarrollar esta idea porque se trata de un tema 
sumamente frágil y, sobre todo, muy real al momento de aplicar la ley y al tener que asumir una Caja 
en este sistema de tres días y con el 30% al que hicimos referencia. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero destacar que en el Orden del Día de la sesión del Senado de mañana está el 
proyecto de ley del seguro por enfermedad. 


Sería interesante tener en cuenta -más allá del calendario y del pasaje a cuatro bases de 
prestaciones en enero de 2011, que termina con ocho el 1% de enero de 2015, facultándose al Poder 
Ejecutivo para adelantarlo- que se cubre a 1:300.000 trabajadores en el Uruguay, lo que tendría un 
costo estimado para el último año de US$ 20:000.000 y de US$ 100:000.000 en el quinquenio. Si bien 
el 70% no se altera, sí se modifica la materia gravada a los efectos de hacer el cálculo de ese 70%; es 
decir que serán remuneraciones computables para el cálculo del subsidio, todas las que constituyan 
materia gravada a los efectos de contribuciones especiales de seguridad social. Este es un cambio 
que, según los expertos, es bastante significativo, porque hasta este momento se tomaba en cuenta el 
sueldo o jornal básico o habitual y había un conjunto de conceptos que no estaban incluidos. No se 
modifica, según entiendo, el tema de los tres días, que planteaba la delegación que nos visita. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Aquí hay dos temas para analizar. Cuando hablamos del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, decíamos que la parte de salud está relacionada con la económica. Si analizamos 
el Sistema Nacional Integrado de Salud en función de los números y nos olvidamos de la salud, creo 
que nos estamos equivocando. 


Con respecto al tema de la licencia por enfermedad, se puede decir lo mismo. Justamente, 
quisiera contar una anécdota sobre este tema. El martes tuvimos, junto con el señor Balestra, una 
reunión con el Presidente del Banco de Previsión Social, el señor Murro, y con la señora Elvira 
Domínguez, por el tema de las licencias por enfermedad y las cajas de auxilio. Allí se nos planteó el 
nuevo sistema que viene aplicando el Banco de Previsión Social y la señora Domínguez nos 
comentaba que, en definitiva, se puede estar afectando la cadena laboral y el patrón puede tener 
dificultades. Y por mi parte comentaba que quisiera, en un sentido figurado, que hubiera una ventanilla 
donde el patrón pudiera ir a quejarse o a hacer las denuncias ante aquellas situaciones raras, que 


sabemos que existen entre los trabajadores y que afectan la cadena laboral. Incluso, señalamos que 
compartíamos la idea como trabajadores, porque nosotros mismos, estando al frente de las cajas, 
hemos sancionado administrativamente -porque no somos médicos- a trabajadores que han caído en 
incumplimientos. Pero además decíamos que nos gustaría colocar una ventanilla para que el Banco de 
Previsión Social o quien paga la licencia por enfermedad pueda saber si el trabajador está bien 
atendido, si necesita asistencia económica o desde otro punto de vista, si la medicación que recibe es 
la correcta, etcétera. 


En definitiva, nos parece que está bien que se analicen los números, pero también está la 
parte de la salud y la necesidad de contribuir a que la cadena laboral no se rompa. Creemos que son 
dos caras de la misma moneda. 


SEÑOR ALVES.- En realidad, como decíamos al principio, las cajas surgieron como respuesta a las 
aspiraciones de los trabajadores que estaban contenidas en los Convenios de la OIT Nos. 24 y 130. Es 
importante recordar que en aquella época no se le cubría la cuota a nadie; apenas existía un sistema 
mutual, pero no había un seguro de salud como conocemos ahora. Entonces, las cajas se organizaron 
a imagen y semejanza de lo que preveían los Convenios Nos. 24 y 130, amparando dos conceptos 
básicos: la salud y la sustitución del salario en caso de enfermedad. De manera que esas son las dos 
principales preocupaciones de las cajas de auxilio. 


Posteriormente, a partir del Decreto Ley N* 14.407, lo que se hizo fue incorporar una entidad, 
paraestatal en ese momento, que abarcó lo que en algunos sectores estaba cubierto por cajas de 
auxilio, por lo que muchas cajas desaparecieron, fueron disueltas, etcétera. Desde ese momento - 
contestando lo que dijo el señor Senador Rubio- se adoptó un criterio anacrónico a nuestro modo de 
ver, que toma un salario base para liquidar la prestación. Como se trataba de una prestación 
contributiva, ASSE podía tener una definición de materia gravada diferente de la que tuvieron en su 
momento las cajas de jubilaciones. Entonces, ASSE hacía un aporte sobre el salario base y también 
hacía la liquidación del subsidio sobre estos valores. La materia tributaria fue evolucionando y el BPS 
comenzó a considerar una serie de partidas gravadas. La Ley N* 16.713 unificó todos estos criterios. 
Sin embargo, quedó como rémora que el beneficio de subsidio por enfermedad se liquidara sobre un 
salario base y no sobre toda la materia gravada. Es decir, se hacía un aporte tomando en cuenta el 
salario base y otros conceptos, y se recibía un subsidio calculado sobre todo eso. Esta situación no fue 
igual a la contemplada en el Decreto Ley N* 15.180 que, para los casos de seguro de paro, toma en 
cuenta un promedio de los últimos seis meses, siendo más justo el cálculo de la prestación. Esto viene 
a subsanar ese retraso a pesar de que, en la actualidad, la prestación de subsidio por enfermedad dejó 
de ser contributiva. A partir de la Ley N* 18.211 este tributo financia el FONASA, dejando al subsidio 
por enfermedad sin financiamiento específico. Una vez que los afiliados de la caja de auxilio pasan al 
FONASA, queda como una de sus preocupaciones centrales sustituir el salario por enfermedad del 
trabajador. Creemos que hasta ahora el seguro por enfermedad del Estado -me refiero a la ex DISSE- 
ha incumplido lo previsto en el Convenio 130, donde se habla de asegurar un salario que permita la 
sobrevivencia del trabajador y su familia, relacionándolo con el salario de un trabajador calificado. A 
todas luces las tres BPC no constituían un salario digno que sustituyera al salario en actividad del 
trabajador enfermo. Tenemos trabajadores amparados por la ex DISSE que van a trabajar enfermos y 
muchos otros que salen a vender a las ferias para complementar sus ingresos porque los períodos de 
enfermedad prolongada representan un drama para el trabajador. 


Entonces, aquellos colectivos que crearon las cajas de auxilio se enfrentan a la situación de 
no saber cómo financiar estas prestaciones que son el sustento del trabajador en caso de enfermedad. 
Además, hay otros complementos médicos que el Sistema de salud del Estado no brinda, como por 
ejemplo, la atención odontológica y el reintegro de órdenes médicas. Los trabajadores de menores 
ingresos tienen cobertura médica en la teoría, porque en la práctica van al médico solo en caso de 
urgencia. En la caja de auxilio tenemos la experiencia de que muchos trabajadores llaman al 
certificador, que los certifica varias veces por la misma enfermedad; pero ellos no van a consultar a su 
médico. Si devolvemos las órdenes médicas, estaremos dando un apoyo al trabajador para que 
realmente pueda tratarse, algo que es difícil por el costo de las órdenes y los tiques. Otra de las 
partidas complementarias importantes a mejorar es la partida para lentes, porque realmente ahora no 
permite financiar ni siquiera lentes de plástico. 


Es importante mantener un subsidio por enfermedad que sea digno. A este problema se va a 
enfrentar este colectivo. Aspiramos -no sé si surge del texto- a que todos los trabajadores tengan la 
posibilidad de contar con una herramienta promovida por el Estado para mejorar su salud laboral y, de 
alguna manera, cuidarlo, porque se trata de nuestro capital humano. 


El trabajador industrial está sometido a tareas muy duras. En las cajas de auxilio del sector 
industrial y de otros sectores del comercio, los trabajadores están sometidos a una gran exigencia 
física y se encuentran más propensos a sufrir enfermedades invalidantes que, a la larga, redundan en 
un perjuicio económico para el núcleo familiar. 


Creemos que en el futuro, con la nueva estructura de este sistema, esa debería ser una 
preocupación central: cómo podremos promover que los trabajadores se den herramientas eficientes, a 
través de los convenios colectivos, para incidir en la mejora de la salud laboral. Es un tema de 
preocupación mundial y cabe acotar que la Unión Europea tiene una Comisión Especial dedicada a la 
salud y a la seguridad en el trabajo; no se trata solo de seguridad en caso de accidente de trabajo, sino 
de la salud del trabajador, que está sometido cada vez más a diversas presiones, estrés laboral, 
etcétera. Por estas razones, la inquietud que tenemos -que refiere a nuestro colectivo en particular 
pero también a todos los trabajadores- tiene que ver con cómo mejorar la salud en el trabajo, en lo 
relativo a la sustitución del salario del trabajador en caso de enfermedad y a las prestaciones médicas 
accesorias que hacen más fácil realizar lo más elemental, es decir, consultar, tener un diagnóstico y un 
tratamiento. Ni hablar de la salud bucal, que todos sabemos lo que representa. Nuestra Caja abarca la 
industria farmacéutica, es decir, alrededor de 40 empresas y más de 3.000 trabajadores, y ya en algún 
ámbito parlamentario mencionamos nuestra experiencia en cuanto a que en todos estos años hemos 
gastado millonadas en atender la salud bucal del trabajador. Siempre nos hemos preguntado qué 
pasaba en nuestro país con los trabajadores que fabricaban los medicamentos que consumimos, pero 
los dentistas que trabajan en el Servicio nos han respondido que tenían la boca podrida; esa es la 
verdad. Prueba de ello es que el carné de salud no exige -razonablemente- que la persona tenga la 
boca cien por ciento sana; si lo hiciera, muchos trabajadores, sobre todo del sector industrial, no 
tendrían este carné. 


Esta es la realidad que viven los sectores de trabajadores de la industria, por lo que 
pensamos que hay que crear herramientas para mejorarla. 


SEÑOR ABREU.- He escuchado con mucha atención la exposición de los representantes de las cajas 
de auxilio y, sobre todo, la argumentación acerca de que al principio se entendía muy importante -de 
acuerdo con sus propias declaraciones- aquello que decía el señor Ministro de Salud Pública en 
cuanto a que no podían coexistir sistemas laterales, donde había un superávit de 45:000.000, con un 
régimen donde el FONASA no llegaba a cubrir a algunos ciudadanos, más aún todo existiendo 
recursos excedentarios en otras cajas. Obviamente, el tema de la gradualidad ha quitado importancia a 
estos recursos, pero en las declaraciones a las que los comparecientes hacían mención hay algo que 
está muy vinculado al concepto de solidaridad. Esto es algo que también preguntamos al señor 
Ministro. Parecería que hasta existen algunos indicios de que se está invirtiendo el concepto de 
solidaridad, y digo esto por los siguientes motivos. Los afiliados con sueldos altos -lo dicen los 
comparecientes, reitero- aportarán solo hasta el costo de sus cuotas promedio, más un 25% -a lo que 
llaman costo de administración, sobre el que todavía se sigue discutiendo acerca de qué quiere decir y 
de qué manera se representa-, es decir que aportarán menos de lo que aportan hoy a las cajas de 
auxilio. ¿Esto quiere decir que quien percibe sueldos altos aportará menos de lo que aporta hoy? ¿No 
estaremos invirtiendo el concepto de solidaridad? Los comparecientes afirman que los afiliados con 
sueldos altos van a aportar menos. Me quiero hacer cargo de este tema, porque se parte de la base de 
los ingresos que se habían estimado y sobre los que se calculaba el régimen de aportes. En definitiva, 
los ingresos van a ser menores y los gastos del Estado serán mayores. Esta es la posición 
gremial. Por mi parte, quisiera insistir sobre este elemento porque me parece que el concepto de 
solidaridad, tal como lo que he extraído de la posición mencionada, tiene que ver con que quienes 
ganan más, ahora pagarán menos que antes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- No voy a ingresar en una polémica ahora en este ámbito, pues ello se hará en el 
momento del debate. En realidad, por lo que entiendo de este proyecto de ley -todavía lo estoy 
estudiando-, la cifra del 25% refiere a los aportes obligatorios al FONASA y no al tema de los fondos 
complementarios ni a asuntos de administración, que son dos conceptos diferentes. La argumentación 
que en el día de hoy brindó el señor Ministro refiere a otras cuestiones. Insisto en que se trata de dos 
conceptos diferentes. En el caso de que el trabajador aporte un porcentaje de sus ingresos que está 
vinculado al monto de los mismos -que será mayor si incluye a los hijos y al cónyuge-, la situación es 
diferente según el nivel de ingresos que tenga. Como venía diciendo, si el aporte al FONASA es mayor 
a la cápita promedio que se está realizando en ese momento, no puede superar ese porcentaje, pero si 
en los convenios se llega a un acuerdo para el financiamiento de los fondos complementarios, será 
sobre una base porcentual. Quiere decir que es un porcentaje del ingreso y no del FONASA. Entonces, 
realmente, no veo dónde el trabajador va a pagar menos. 


SEÑOR ABREU.- Voy a citar textualmente lo que dijeron los señores Ministros que comparecieron al 
inicio de esta reunión. Ellos señalaron que, con seguridad, no será ni por asomo aquella cifra - 
refiriéndose a los 45:000.000- porque los afiliados con sueldos altos aportarán solo hasta el costo de 
sus cuotas promedio, más un 25%, es decir que aportarán menos de lo que hoy aportan a las Cajas. 
Los afiliados con sueldos bajos -que son unos cuantos miles en las Cajas de Auxilio- serán subsidiados 
por el Estado ya que sus alícuotas no cubren sus cuotas promedio ni las de sus familiares. Y si bien el 
FONASA recaudará el aporte patronal -ahora llamado por el señor Ministro de Salud Pública un 
impuesto que pagan los patrones por la salud de sus trabajadores-, no hay que olvidar que el Estado, a 
través del Banco de Previsión Social, también carga a los subsidios por enfermedad, cuyos topes se 
propone aumentar por otro proyecto de ley, tal como muy bien señaló el señor Senador Rubio, además 
de tener que pagar lentes, prótesis, etcétera. Los comparecientes, más adelante, continuaron 
señalando que los ingresos serán menos de los que se calculaban por el régimen actual de aportes y 
los gastos del Estado, mayores. 


La pregunta que oportunamente planteé a los señores Ministros de Economía y Finanzas y 
Salud Pública con respecto a la afirmación de que los sueldos altos aportan menos, fue cuál es la 
interpretación que ellos tienen del concepto de solidaridad. 


SEÑOR RUBIO.- En el día de hoy el señor Ministro vino a exponer el concepto de que ese monto que 
no van a volcar al FONASA, en realidad va a ser materia gravada por el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. 


SEÑOR ALVES.- Entendemos que las cajas nacieron y se desarrollaron bajo el signo de la solidaridad 
contributiva. En su momento se creó ASSE, luego DISSE y así funcionó hasta el FONASA; ahora se 
cambia el concepto y se dice “la contribución no va a ser más solidaria, va a ser una contribución 
subsidiada para los de menores ingresos y que apenas cubre el costo para los de mayores ingresos”. 
Nosotros pensamos que las cajas de auxilio probablemente -no lo sabemos porque, en definitiva, cada 
caja tendrá su respuesta y su acuerdo- seguirán existiendo bajo el concepto de solidaridad contributiva; 
suponemos que los convenios van a ser parecidos a los de ahora. Es decir que cada uno aporta equis 
por ciento y después paga los beneficios. De alguna manera, en ese marco todos dicen “yo en el 
sistema estatal aporto hasta donde gasto y para estar en una caja tengo que aportar un porcentaje de 
mi sueldo”. Entonces, no es un incentivo estar en una caja porque hasta hoy el trabajador de ingresos 
altos decía “es lo mismo porque yo también en el sistema estatal aporto un porcentaje”, pero ahora va 
a decir “yo en el sistema estatal aporto hasta lo que gasto”. Si no recuerdo mal, el señor Ministro en 
alguna declaración, dijo: “los solteros adinerados van a ser los más beneficiados”. Al cambiar el 
concepto creemos que las cajas van a tener una dificultad adicional, porque hay que convencer a los 
trabajadores de sueldos altos para que sean solidarios en un sistema general que no es solidario, y 
que aporten un porcentaje de su sueldo, lo que de alguna manera es decirles “aporten más para 
financiar a los que ganan menos”. 


Las cajas nacieron y crecieron bajo esa filosofía y no sé si en el futuro cambiarán -eso 
dependerá de los acuerdos que se realicen- o desaparecerán porque hay una cantidad de 
restricciones, barreras e impedimentos que surgen de este proyecto que hace cuesta arriba la 
posibilidad de lograr convenios colectivos. Por eso decimos que sería importante que hubiera acciones 
promocionales desde el Estado -como lo establece el proyecto- para que la idea se concretara. Esa es 
la realidad que, aparentemente, va a quedar vigente a partir del 1 de enero, en la cual vamos a tener 


que desarrollarnos y en la que vamos a ir viendo cómo se terminan suscribiendo esos convenios. Hoy 
no se puede adelantar cuál va a ser la posición de las Cajas ante ese nuevo concepto de contribución 
al sistema. 


SEÑOR FUENTES.- Quiero hacer un análisis de estos años. Hemos venido trabajando para mantener 
las cajas vivas desde el Decreto Ley N* 14.407. Creo que lo que dijo el contador fue muy importante y 
claro. 


Haciendo un análisis general, considero que este va a ser un sistema menos solidario que el 
que nosotros presentamos para integrarnos al Sistema Nacional Integrado de Salud. Tenemos 400 
operarios en FANAPEL y todos los días me preguntan sobre el tema y no lo pueden entender. A veces 
intentamos explicar que el sistema solidario vino para quedarse. La gente se enoja cuando ve que el 
sistema empieza a cambiar con los distintos argumentos que vienen de parte de los Ministerios de 
Salud Pública y de Economía y Finanzas. Siempre nos dijeron que éramos privilegiados. El Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social llamó al PIT-CNT, a los médicos y a nosotros. Ahí dijimos que no 
estábamos de acuerdo con el proyecto y no pudimos negociar más. 


El Gobierno siguió con su postura de charlar con quien quería y, en lo personal, me tocó 
participar en reuniones con el PIT-CNT. Siempre se ha dicho que esta iniciativa contó con el apoyo del 
PIT-CNT, pero como dije, participé en esas reuniones y sé que allí éramos siete gremios de los cuales 
solamente dos estaban conformes, los otros no. Si bien queremos una integración al sistema, 
pretendemos no perder derechos y esto no es por empecinamiento nuestro sino porque, como hemos 
dicho, lo que se programó ahora no cubre nada de lo concerniente a la salud bucal y al seguimiento 
que hemos venido haciendo durante años; esto es lo mismo que teníamos 50 años atrás. 


Entonces, vamos a decirlo: no somos los sabihondos, pero consideramos que hay que 
analizar todos los aspectos y que al tema se lo debe regular y administrar como lo hemos hecho 
nosotros. 


Se llegó a la decisión de que si debemos integrarnos al Sistema, lo hacemos, pero la gente 
se me acerca para decirme que si ahora vamos al sistema deberemos aportar más y que habrá que ver 
si las patronales también deberán aportar más, porque en el mundo globalizado de hoy cada empresa 
debe pelear su precio y después ver qué pasa con la gente. 


Es cierto que debemos considerar al de abajo, pero también hay que tener en cuenta que 
debemos hacer las aportaciones de todo esto. Lo digo porque nosotros vamos a aportar más, siempre 
y cuando la empresa también nos permita hacerlo, porque podría alegar que no quiere el convenio ni 
aportar más porque ya con el 5% que aportan por los trabajadores les alcanza y ¿para qué? Para tener 
lo mismo que ahora. 


En esto queremos hacer hincapié. Los trabajadores me preguntan qué pasa con esto y que 
sucede si, luego de aportar más, por otra ley les meten la mano en el bolsillo de vuelta y les llevan esas 
aportaciones que crearon en el año 50, y ahí no sé qué contestarles, porque desconozco con qué base 
vendrán los próximos gobiernos. 


Como dije, entendemos que debemos ayudar al que más necesita en cuanto a educación, 
vivienda, salud, etcétera, pero a la hora de igualar, que no sea hacia abajo. 


Nuestra gente tiene la boca casi totalmente arreglada, por lo que prácticamente no es 
necesario utilizar el servicio odontológico, pero con el nuevo Sistema, la gente no se podrá arreglar la 
boca si no llega a un convenio, entonces iremos hacia atrás; por eso decimos que estamos igualando 
hacia el fondo. 


Quiero que quede claro: si debemos integrarnos al Sistema, la gente siempre está dispuesta a 
colaborar, pero pedimos que se acuerden de no sacarnos nuevamente de lo que ganamos. 
Consideramos que está bien que, mediante un proceso de gobierno, el derecho a la salud sea igual 


para todos, pero cuando esté a punto el sistema -hoy o mañana-, que no nos pidan nuevamente que 
demos plata para ayudar a todo el pueblo. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR ABREU..- Sigo reflexionando sobre el tema, sin perjuicio de algún comentario que no formularé 
delante de nuestros invitados, para no extender demasiado esta reunión. 


Quiero aprovechar la presencia de los comparecientes para decir algo. He prestado atención 
a la exposición que se ha hecho e, inclusive, a las reflexiones en el sentido de que las Cajas 
complementarias, que se supone que podrán ser potenciadas a partir de la vigencia de esta ley, 
deberán serlo en función de la remoción de algunos obstáculos que los propios comparecientes dicen 
que deben estar sustraídos de la iniciativa. Tan es así que hice un repaso de los puntos que nuestros 
invitados han abordado y advierto que hay uno que está muy vinculado a un tema de Derecho; los que 
somos abogados a veces tenemos esa preocupación. Por ejemplo, me refiero a que en el artículo 20 
se prevé un seguro por parte del Poder Ejecutivo por acto unilateral, sin que esto pueda tener un 
debido proceso por parte de la defensa de quien esté afectado en este caso. Los mismos 
comparecientes han dicho que consideran excesivo que esto se establezca en un Estado de Derecho y 
comparto esa opinión. 


Además, quiero compartir alguna apreciación con respecto al quinto punto de las reflexiones 
que nos han acercado. Allí se preguntan qué significa realmente ese porcentaje de 25% y de qué costo 
de administración se estaría hablando, por lo que voy a citar expresiones de los comparecientes. En 
definitiva, ellos expresan que no ven claro el argumento en cuanto al artículo 9%, porque el proyecto de 
ley dice que la cuota promedio ya contiene los gastos de administración, así como las cuotas de salud 
para toda la vida del beneficiario. No vemos claro este argumento puesto que, por otro lado, se 
sostiene que este aporte no tiene componente tributario y que la tributación va por el IRPF, como decía 
el señor Senador Michelini. Entonces, si el 25% no es para cubrir gastos ni es un tributo ¿qué es? 
¿Qué creen ustedes que es? 


SEÑOR ALVES.- El 21% no solo hace cuestión -tal como lo señalamos- a los beneficiarios de las 
cajas, sino a todos los trabajadores. No está definido claramente, pero si leemos en su conjunto el 
texto -no recuerdo exactamente en qué artículo del proyecto-, vemos que el costo promedio incluye 
todo durante toda la vida del beneficiario. Después se habla del 25%; decimos que no queda claro si el 
costo se había aplicado antes y si el ánimo no es de recaudar un impuesto. Por lo tanto se debe 
descartar que sea un componente tributario. 


No hacemos cuestión en cuanto a los afiliados de las cajas, porque no nos comprende solo a 
nosotros, sino a todos los trabajadores. Hacemos hincapié en otras cosas, por ejemplo, en que el 
afiliado nuestro que tenga ingresos altos -y que de alguna manera es el que tiene más responsabilidad 
en cuanto a financiar una caja-, se va a ver afectado con ello. Y eso junto con el hecho de que no se le 
exonere de IRPF a los excedentes que vuelque a la caja de auxilio, son cosas que se van sumando y 
que reducen el margen que tiene el trabajador para decir: “Yo aporto a una caja de auxilio”. Pero en el 
conjunto, en el análisis integrado, es un elemento más que comprende a todos los trabajadores 
amparados por el FONASA y no solo a los de las cajas de auxilio. Nosotros vemos desde la óptica de 
las cajas de auxilio y pensamos en el trabajador; a los efectos de que estas sobrevivan mediante 
convenio, creemos que es más importante que se establezca claramente la exoneración tributaria de 
los aportes que se hacen a esas cajas, porque si el trabajador aporta a cualquier otro instituto de 
seguridad social, a la Caja Bancaria o a la Caja Notarial, está contemplado y no se computa para el 
IRPF. Tal como figura en la planilla de liquidación, el aporte a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios, que es mi caso, lo deducimos. El aporte a las cajas de auxilio, de acuerdo 
con el numeral 2) del artículo 31 del proyecto de ley, quedaría fuera de esa deducción. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero formular una pregunta a la delegación, porque me parece que nos puede 
ilustrar sobre este tema. En lo personal, su respuesta es muy importante. Respecto a los costos de 
administración de los fondos previsionales -y este es un fondo previsional, no para una previsión de 
vejez, sino de enfermedad-, no recuerdo haber escuchado que llegaran al 25%. 


Los costos de administración de las mutualistas -que conozco muy de cerca porque trabajé 
en ello, aunque hace casi dos décadas- oscilaban entre el 4,5% y el 5,5%. 


En síntesis, quisiera preguntarles si disponen de una estimación actualizada de cuánto es el 
costo de administración de las cajas de auxilio que ustedes representan a través de la Mesa 
Coordinadora. 


SEÑOR ALVES.- Las Cajas de Auxilio son muy diversas -recordemos que a esta altura debe haber 
40, 50, 60 ó 70-, algunas tienen 7.000 u 8.000 asociados y otras tienen uno pocos cientos. De manera 
que la incidencia del costo de administración, que en general tiene un gran porcentaje de 
componentes fijos, es muy diversa. Se puede decir que una caja de auxilio, en el intento de bajar los 
costos de administración, rondaría en la cifra que señaló el señor Senador, pero también puede 
representar un porcentaje más alto. Si tomamos el caso de una caja de auxilio chica que debe contar 
con un empleado, ese componente pesa mucho en relación al volumen de ingresos de la Caja. Por 
eso no se puede hablar de un número global. En nuestro caso, integramos una Mesa Coordinadora 
que nuclea a las cajas de auxilio simplemente para representarlas en este tipo de instancias - 
empezamos con el tema del COFIS, que de alguna manera nos afectaba-, pero no somos una entidad 
que las administra sino “gremial”, dicho esto entre comillas. De manera que no conocemos los números 
de todas las cajas. Es más; el organismo que los conoce al detalle es el Banco de Previsión Social 
pero no nos brinda esa información; por supuesto, no tiene por qué hacerlo. Lo que quiero decir con 
esto es que los números consolidados de las cajas no los tenemos nosotros sino, como dije, el Banco 
de Previsión Social. En mi caso, podría hablar de una o dos cajas que conozco y decir que las más 
grandes tienen un porcentaje bajo de costos de administración y las chicas en general tienen un costo 
más alto. Algunas de ellas, si bien no son administradas por la empresa -la ley dice que deben ser 
administradas en forma independiente de la empresa y de las organizaciones de los trabajadores- en 
muchos casos colaboran realizando tareas administrativas. Por ejemplo, en la caja que trabajo yo, el 
llenado de formularios de solicitudes por enfermedad, etcétera, se hace en el departamento de 
recursos humanos de la empresa y después toda esa información se envía por Internet a la caja, y esta 
solamente administra esos datos que ya fueron procesados. Esta es una manera de bajar los costos. 
Es decir que las empresas colaboran bastante en este punto. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Consideraría que el FONASA tiene un tamaño chico, intermedio o grande con 
respecto a las cajas de auxilio que usted señala que tienen diferencias en los costos de administración 
según sus tamaños? 


SEÑOR ALVES.- No conozco los números del FONASA, pero sin dudas el volumen grande baja los 
costos de administración. Es cuanto puedo decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a los representantes de las Mesa Coordinadora de las 
Cajas de Auxilio su presencia y esperemos que más temprano que tarde podamos ir solucionando las 
diferencias que tenemos. 


Muchas gracias. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Mesa Coordinadora de las Cajas de Auxilio) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


En nombre de la Comisión de Hacienda del Senado, damos la bienvenida a la delegación de 
la Asociación de Escribanos del Uruguay, encabezada por su Presidenta, escribana Sara Castro, la 
Vicepresidenta, escribana Lydia López, el Secretario, escribano Eduardo Ghiorsi y los integrantes de la 
Directiva, escribanos Ana Ramírez y Pablo Aretche. Pedimos disculpas por la demora, pero hemos 
recibido a varias delegaciones para tratar el tema que tenemos a consideración, que es muy 
importante. El intercambio de opiniones que hemos tenido ha sido muy rico, y sin más trámite cedemos 
el uso de la palabra a nuestros invitados para que se refieran al asunto que nos convoca. 


SEÑORA CASTRO..- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


En mayor o menor medida, nuestros dichos siempre han sido los mismos, pero no por eso 
dejan de tener valor. Hemos hablado hasta el cansancio del Sistema Notarial de Salud y hemos 
destacado sus características, que son las siguientes. Es un sistema en el cual rigen la solidaridad, la 
equidad y la buena administración, que está a cargo de la Caja Notarial de Seguridad Social, que es 
una persona jurídica paraestatal, como lo son la Caja Bancaria y la Caja de Profesionales 
Universitarios. 


En otro orden de cosas, quiero señalar que en algunos trascendidos se ha dicho que los 
Ministros de Economía y Finanzas y de Salud Pública han expresado que nuestro sistema está 
subsidiado por el Estado. Quiero aclarar que está absolutamente autofinanciado gracias a los aportes 
exclusivos que hacen los afiliados. Aprovecho para decir que vamos a entregar a la Comisión una 
especie de memo -tal como lo indicó el señor Presidente- en el cual figuran los beneficiarios del 
Sistema Notarial de Salud. Aclaro que no solamente lo integran los escribanos activos, sino que 
también forman parte los empleados, los jubilados y también abarca otras situaciones, como la de los 
cónyuges colaboradores, que hoy se atienden en el Sistema Notarial de Salud. También se atiende un 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia y todos los pensionistas, es decir, los familiares de los que 
fallecieron. Uno de los miembros del Poder Judicial forma parte del Directorio de la Caja Notarial 
debido a que ese Poder ejerce la Superintendencia sobre nuestra profesión. 


Quiero destacar que en distintas situaciones hemos sido colaboradores naturales del Estado. 
Más precisamente, cuando el señor Senador Rubio fue Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto firmamos un convenio de colaboración, pero también tenemos convenios, tanto con el 
Senado, como con la Cámara de Representantes para colaborar con todo lo relacionado con el 
proceso legislativo. Cabe agregar que hemos colaborado no solamente durante la democracia, sino 
también en épocas difíciles. En el año 1983 hicimos lo propio con la Comisión por el Reencuentro de 
los Uruguayos, instancia en la que arribó al país una cantidad de niños hijos de exiliados y 
encarcelados que vinieron a visitar a sus familiares. En aquel entonces se le pidió ayuda a la 
Asociación de Escribanos y colaboramos  labrando todas las actas, así como también en la 
constatación de quién los recibía y de dónde iban a estar, para su seguridad y la de los familiares que 
quedaron en el exterior. 


Nosotros defendemos el Sistema Notarial de Salud, que ha funcionado bien durante más de 
veinte años. Después de un trabajo responsable que se ha hecho, fue evolucionando a lo largo del 
tiempo y hemos querido mantener la autonomía, pero colaborando con el Estado. En ese sentido, 
ofrecimos a los representantes del Poder Ejecutivo que están en el tema realizar una colaboración 
mediante un aporte especial, pero insisto: manteniendo la autonomía de la administración del sistema. 
Además, dicha colaboración era semejante a lo que hoy podría recibir por concepto de aportes al 
FONASA de acuerdo con los porcentajes que establece la Ley N* 18.211. 


También quiero destacar que el Sistema Notarial de Salud tiene los mismos principios que el 
Sistema Nacional Integrado de Salud, o sea, la solidaridad y la equidad. El que gana más cubre al que 
gana menos porque no es cierta la leyenda negra que pesa sobre los escribanos en el sentido de que 
todos tenemos muchos ingresos; solamente un 10% de los escribanos cubre más del 50% de los 
aportes a la Caja Notarial de Seguridad Social. Entonces, todos reciben la misma atención y hay un 
aporte legal y obligatorio, con mínimos de acuerdo con los años de ejercicio. Sin embargo, al entrar al 
Sistema Nacional no tenemos la seguridad de que se mantenga esa solidaridad que tienen hoy los 
escribanos, quienes perderían calidad de asistencia. Además, de acuerdo con los estudios que se han 
hecho, se daría la incongruencia de que el que ahora paga más, pagaría menos, y el que paga menos 
pasaría a pagar más. 


Por otra parte, en este momento al gremio le preocupa la derogación de los aranceles 
profesionales sobre los que aportamos IRPF; si bien no hay un acto administrativo firme, es un tema 
que está latente. 


SEÑORA LÓPEZ.- Me voy a referir a la forma en que se relaciona el tema del arancel con este que 
estamos considerando, que es bastante específico. 


Nosotros realizamos el aporte a la Caja Notarial en función de nuestro honorario, o sea de lo 
que nosotros recibimos por remuneración de nuestra profesión, y no de un subsidio del Estado o de 
ningún aporte extra que se le cobre a la persona que va a utilizar nuestros servicios. La Caja Notarial 
de Seguridad Social implica la previsión y la salud. En realidad, lo que se establece en este proyecto 
que tiene media sanción es nuestro ingreso gradual al Sistema Nacional Integrado de Salud, pero con 
la incertidumbre de que para mantener el nivel sanitario que tenemos hoy deberemos pagar un plus en 
determinado tiempo -que no sabemos cuánto es-, porque de lo contrario es imposible mantener el 
mismo nivel. En este caso lo que se pierde es la solidaridad interna, que sí estamos dispuestos a tener 
con todos ya que hicimos la propuesta de mantener una autogestión y colaborar con el Fondo Nacional 
de Salud a través de un aporte. Eso no llegó a buen puerto porque surgió este otro proyecto que el 
Poder Ejecutivo eligió presentar. ¿Cómo se relaciona esto con el tema del arancel? En base al arancel 
es que pagamos nuestros impuestos y contribuiremos al FONASA, pero hay una Comisión de 
Promoción y Defensa de la Competencia dentro del Ministerio de Economía y Finanzas que plantea 
que no cobremos más arancel. Por lo tanto, menos entendemos aún cómo vamos a hacer, porque no 
sabemos dónde nos vamos a parar, cuánto nos va a reclamar el Estado y de dónde lo vamos a sacar. 
Esa brecha tal vez habrá que ajustarla en cada uno de los sectores, pero no es nuestro tema. A 
nosotros nos corresponde plantear y reclamar como gremio que de alguna manera se nos dé una 
estabilidad. 


Hace muchos años vinimos a esta misma Comisión -creo que estaba presente el señor 
Senador Michelini y tres o cuatro Senadores más de los que están hoy- en la que se nos planteó la 
solidaridad con el pueblo todo, en el entendido de que éramos solidarios entre nosotros pero no con los 
demás. En realidad, eso no es así desde el lugar que estamos aportando. 


Ahora bien, ¿cuál es la idea madre de todo esto? Que todo el pueblo uruguayo tenga una 
mejor salud. Nosotros somos parte del Uruguay, por cuanto queremos y merecemos una salud igual o 
mejor, no importa si es pagando más o menos; lo que no queremos es una salud peor pagando más. 
Esto es lo que nos desconcierta, máxime cuando se mueve y se quita nuestro arancel. ¿Cómo vamos 
a hacer? Cuando hablamos con el señor Ministro, nos dijo: “Necesitamos el dinero de ustedes para 
mantener o para ingresar a los jubilados”, que era la primera necesidad. Al día de hoy no sabemos 
cómo se va a cubrir esa necesidad y nosotros mismos no sabemos cuánto vamos a cobrar. 
Obviamente, eso se va a dar en un plazo de 90 ó 120 días -no sé exactamente cuándo-, que es un 
tiempo muy reducido. Como saben, cuando se apruebe la resolución, la Comisión dará un plazo de 
solo 90 días para derogar el arancel y de 120 o 180 días para comunicarlo y derogar cualquier norma 
reglamentaria o gremial que sancione la no aplicación del mismo. Esto es en lo que tiene relación el 
arancel con el tema del FONASA. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Quería señalar que, una vez que supimos que íbamos a pertenecer al Sistema 
Nacional Integrado de Salud, nos movilizamos a lo largo y a lo ancho de la República, en todos sus 
departamentos, y en cada lugar que pudimos leímos la siguiente proclama: “Rechazamos: la 
confiscación de nuestro sistema notarial de salud, la inclusión forzosa e inconsulta al FONASA, la 
desigualdad que genera esta inclusión, la inserción a un sistema no sustentable apoyado en una crisis 
del mutualismo y que no tiene la capacidad para absorbernos, la solidaridad en el discurso, los 
criterios recaudatorios y fiscalistas disfrazados de seguridad social, la eliminación de fuentes de 
trabajo. Defendemos un sistema con más de 20 años de práctica, basado en la verdadera solidaridad, 
entre jóvenes y ancianos, entre sanos y enfermos y entre los que ganan más y los que ganan menos, 
que atiende a todos por igual sin importar el aporte, autosustentable, autofinanciado y sin contribución 
alguna del estado, administrado por sus propios beneficiarios en forma honoraria y elegidos por 
votación y no por directores políticos”. 


Nos presentamos en la Cámara de Representantes e hicimos valer la puntualización 
fundamental -tal como lo creemos- de que esta ley es totalmente inconstitucional. Muchas veces se 
toma como base el interés general -cuidado con los equilibrios que se deben tener en cuenta a la hora 
de hablar de esto-, pero él no puede violar el Estado de Derecho. Además, por más que hablemos de 
un programa de Gobierno, este no puede estar por encima de la Constitución de la República. Este 
proyecto de ley que se presentó se ha hecho en forma inconsulta porque todo el notariado y la mayoría 
de los escribanos reunidos, una vez vista y conocida esta iniciativa, la rechazaron de una manera 


contundente. Este proyecto de ley no tiene el apoyo porque de ninguna manera el colectivo notarial 
puede darlo a una ley que es inconstitucional. Creo que muchas veces no se puede advertir cuál es la 
diferencia entre una caja de auxilio y el Sistema Notarial de Salud y por eso -y porque soy docente- 
quiero mencionar un proverbio muy sabio que dice que la mujer sabia edifica su casa y la necia con 
sus manos la destruye. Lo que hoy sentimos con esta ley, es que esto que construimos ladrillo a 
ladrillo, luego de años de solidaridad de unos con otros, abarcando tanto al más pequeño como al más 
grande, se está destruyendo. No estamos aquí para defender a los escribanos más poderosos, porque 
deben saber que hay escribanos que ganan $ 6.000 y que algunos jubilados no llegan a esa suma. 
Entonces, hoy estamos aquí por esos escribanos y esos jubilados. Está claro que los escribanos que 
tienen dinero pueden pagar médicos en el extranjero, pueden elegir su mutualista y no tienen 
problemas para pagar la sobrecuota y mantener el Sistema Notarial de Salud que hoy tienen. Reitero 
que hoy estamos aquí por los más necesitados. 


Pregunto por qué somos solidarios en el discurso pero no lo somos ahora cuando nos 
enfrentamos a la situación de que quienes están enfermos deban interrumpir sus tratamientos médicos. 
Imaginen la cantidad de escribanos que están en tratamiento oncológico -el doctor Gallo sabe de lo 
que estamos hablando y lo que implica un tratamiento oncológico o psiquiátrico para un escribano-, 
que durante tantos años se han atendido con el mismo médico y ahora, de la noche a la mañana, lo 
pierden. La Constitución habla del perfeccionamiento físico, moral y social de todos los habitantes pero 
nosotros no vemos que con esto se vaya a perfeccionar lo que nosotros hemos creado durante veinte 
años. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR ABREU.- Quiero hacer dos preguntas muy concretas a nuestros invitados. En primer lugar, 
ante la eventualidad de su inclusión al sistema -por razones que uno podrá avizorar o no, nosotros no 
somos los que tenemos la voz de la mayoría- he escuchado decir en forma enfática debería incluirse a 
todos, es decir, a los jubilados, a los activos y a los funcionarios. Me gustaría conocer cuál es el 
argumento que refuerza esa idea de por qué tendrían que estar todos incluidos, en el caso eventual de 
que se produzca la incorporación de esta Caja al FONASA. 


En segundo término, quiero hacer otra pregunta que considero muy importante porque la 
escribana hizo referencia al tema de la solidaridad. Nosotros compartimos la idea del Sistema Notarial 
de Salud, sobre todo en lo que tiene que ver con los aspectos de solidaridad, equidad y buena 
administración. Sin embargo, es importante resaltar que vinculado a ese concepto de solidaridad se ha 
dicho que, eventualmente, de aprobarse esta incorporación al FONASA, quienes ganan más van a 
pagar menos y los que ganan menos o tienen menos servicios tendrán que pagar más. Me interesaría 
que profundizara un poco más en este aspecto porque luego de varias comparecencias estamos 
intentando desentrañar el concepto de solidaridad que está en el espíritu de la ley, sin perjuicio de la 
interpretación que cada invitado pueda hacer, con todo el derecho que le corresponde. 


SEÑORA CASTRO.- Dado que somos un colectivo, hace un momento mencioné que los beneficiarios 
eran los escribanos activos, los empleados de la Caja Notarial y de la Asociación de Escribanos y los 
jubilados. Si bien los jubilados son aproximadamente 1.700, este colectivo comprende a unas 10.000 
personas. 


Cuando comenzó todo este tema planteamos que nuestra intención era continuar dentro del 
Sistema Notarial de Salud, administrándolo como hasta al momento y aportando lo que correspondiere 
al Sistema Nacional Integrado de Salud a fin de ser solidarios con el resto de la población. Nosotros 
participamos de la filosofía de la Ley N* 18.211, porque es la misma que tiene el Sistema Notarial de 
Salud; me refiero a la solidaridad tanto hacia el empleado como hacia el escribano de muchísimos 
ingresos, el empleado que tiene que “patear” la calle para llegar al aporte mínimo a la Caja establecido 
por ley. Tenemos que aportar un mínimo, de acuerdo con los años de ejercicio, aporte que al empleado 
se le descuenta de sus haberes y al jubilado de su jubilación. 


¿Qué sucedería, entonces, con esa solidaridad a la que nos referimos? Se quebraría. En este 
momento el prestador es el Hospital Británico porque hace veinte años se logró firmar un contrato 
favorable, con una cuota única, que cubre a todo el colectivo. Por eso nosotros no hablamos solo de 


los escribanos, porque tenemos un colectivo que tiene que ir todo junto, tal como se hizo desde el 
inicio. 


Con respecto a la financiación, quiero aclarar que por ejemplo, en mi caso, en el 18,5% que 
aporto por los honorarios percibidos, está incluido el 3% destinado al Sistema Notarial de Salud; lo 
demás corresponde a las cargas previsionales. 


SEÑOR MICHELIN!I.- ¿Y la Caja Notarial no aporta otro tanto? 


SEÑORA CASTRO.- La Caja Notarial se nutre exclusivamente del aporte de los afiliados -no tiene 
recursos extra- y el contralor es ejercido por el Estado a través de un representante del Poder Ejecutivo 
y uno del Poder Judicial. Precisamente por eso dije que algunos Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia en su momento fueron usuarios -creo que queda solamente el doctor Marabotto- y luego 
optaron por otro seguro de salud. 


SEÑORA LÓPEZ.- La otra interrogante formulada por el señor Senador Abreu está enrabada con la 
primera. En realidad, lo importante es ver por qué tenemos que estar activos, pasivos y empleados 
juntos. Porque, de lo contrario, el Sistema Notarial de Salud no se podría sostener. La solidaridad entre 
nosotros es lo que hace que el Sistema se pueda mantener; ni los empleados ni los jubilados por sí 
solos pueden hacerlo. Tenemos que estar todos para que todos podamos aportar a la bolsa común, sin 
importar lo que ganemos hoy o lo que vayamos a ganar en el futuro. Es importante tener en cuenta 
esto porque los activos vivimos con la incertidumbre de cuánto vamos a percibir, sin embargo, si 
logramos mantener el Sistema Notarial de Salud, nos aseguraremos que siempre vamos a tener la 
misma calidad de atención, ya que el aporte es general para todos los casos. El aporte es obligatorio, 
solidario y equitativo. ¿Por qué se respeta la equidad? Porque, en realidad, no se iguala; cada uno 
aporta lo que le corresponde por ley. El criterio de la Caja Notarial es dar a todos lo mismo aunque el 
aporte sea el que cada uno le puede dar. 


SEÑOR ABREU.- ¿Ustedes pagan tiques? 


SEÑORA LÓPEZ.- Sí, señor Senador, pagamos tiques. Dentro de los beneficios que tenemos se 
incluye el seguro quirúrgico para personas del interior del país, que en este momento es sumamente 
necesario porque en algunas ciudades hay saturación en determinadas mutualistas. Por poco dinero 
más, esa gente recibe una doble cobertura; generalmente concurre a la mutualista para recibir las 
primeras atenciones y luego en Montevideo continúa con la atención. 


Además, la Caja Notarial nos cubre ciertos tratamientos que en nuestro país no se hacen o 
que requieren mucho tiempo de espera para recibirlos. Quiero hacer una aclaración: el Hospital 
Británico es una elección. Cada uno puede elegir dicho centro asistencial u otra mutualista; los afiliados 
que eligieron el Hospital Británico son 6.851. 


SEÑOR MICHELINI.- Las cajas son muy variadas; en el caso de la Caja Notarial hay un proyecto de 
ley -que tiene media sanción- que la contempla. Primero hay que corroborar -supongo que es así- que 
dicho proyecto de ley genera una situación mucho mejor que si no se aprobara nada, hasta por el 
hecho de que el 1? de julio comenzaría a regir y aquellos que pudieran estar en contra tendrían algunos 
meses para realizar sus planteos. Por lo tanto, el proyecto tal como se aprobó es mucho mejor que el 
artículo 69 tal cual está redactado. 


Por otra parte, todos sabemos que si alguna persona que tiene mayores recursos y que está 
en el FONASA quiere tener una prestación mejor, el Fondo lo autoriza, es decir que le traspasa las 
cápitas y hace un aporte adicional. 


Pero en la Caja Notarial se da la situación -si mal no recuerdo- de que un 10% aporta más 
del 50%. Si bien es cierto que acá se estaría pidiendo un 4,5% -no el 3% que están aportando ahora-, 
notoriamente ese 10% que aportaría ese porcentaje -concretamente, el 4,5%- por sus ingresos, cuando 
termine el año, se encontraría con que sus aportes estarían muy por encima de los beneficios más el 
25%; algunos hablan de administración y otros hablamos de una especie de colchón para evitar que se 


subsidie a quien tiene mayores entradas. Lo cierto es que no se está tratando de hacer una 
recaudación, sino un sistema de solidaridad que se completaría con el régimen del Impuesto a la 
Renta: se gana más, se aporta más; se gana menos, se aporta menos, como antiguamente pasaba -no 
sé ahora; yo soy ateo- en las iglesias. Ahora bien, lo cierto es que por el artículo 11, no de la ley 
notarial -y aquí va mi pregunta-, sino por la norma que trata el tema de los jubilados, de las cajas de 
auxilio, etcétera, se dice que el excedente por convenios colectivos se puede aportar total o 
parcialmente para seguir financiando la caja de auxilio o, en este caso, el seguro notarial. Entonces, 
con la complementación de las dos leyes, les pregunto si han hecho las proyecciones 
correspondientes. Por tanto, si de ese 10% que aporta el 4,5%, lo que excede el 3% se volcara, a 
través de convenios, a los seguros, me da la sensación de que quizás ahí, en la medida en que el 
FONASA ya cubre una serie de cosas, incluidos los jubilados -quizás la información que poseo no es 
veraz-, estaría la solidaridad. No estoy diciendo que esto sea una pérdida; los escribanos activos, en lo 
que respecta a la salud, financian o subsidian a los escribanos jubilados, y ese costo, en principio, es 
un costo base. En realidad, me da la sensación de que esta ley no es mejor que el artículo 69, pero de 
todos modos, cruzada con las otras normas -no tengo una calculadora a mano y tampoco conozco 
algunos datos- determina que, si bien el aporte sería mayor, los servicios se podrían mantener. 
Independientemente de eso, podría suceder que haya personas que actúen en forma individual, 
saliéndose de la prestación que colectivamente la Asociación sugiera, pero de todas maneras no me 
parece posible que el 10% que aporta el 50% tenga tantos hijos y cónyuges como para que ocurra lo 
que aquí se ha dicho, a menos que los escribanos y escribanas superen las cifras correspondientes a 
la media uruguaya y tengan muchos hijos menores de 18 años. Y aclaro que estoy hablando de los 
profesionales escribanos que realizan la mayor cantidad de aportes, que no son aquellos que tienen 25 
ó 26 años de edad; me refiero a los escribanos y escribanas que han trabajado toda la vida, se han 
hecho un nombre y, seguramente, no tienen hijos menores de 18 años, aunque sí tienen cónyuge. 


En realidad, este razonamiento lo hice a fin de ver si nuestros invitados han estudiado bien 
estos aspectos y antes de emitir un dictamen. En lo personal, entiendo que las leyes están muy bien 
armadas, si bien es cierto que hay quien afirma que este artículo 11 trastoca la solidaridad. Por mi 
parte, pienso que la solidaridad debe contemplarse en el Impuesto a la Renta. Si ya se hicieron los 
cálculos necesarios, me parece muy bien, pero si no se hicieron y existiera la posibilidad de contar con 
ellos a más tardar mañana, me parece que nos aportaría una muy buena información, tanto para 
quienes entienden que la ley es buena como para quienes piensan lo contrario. 


SEÑORA LÓPEZ.- En realidad, el razonamiento que iba a hacer ya lo hizo el señor Senador con sus 
propias afirmaciones. Entendemos que el 4,5% está muy bien, pero no hay que olvidar que cuando se 
habla de la devolución se está teniendo en cuenta la correspondiente al costo de la familia al año. De 
acuerdo con las entrevistas que mantuvimos con el señor Ministro, podría interpretarse que es posible 
aplicar lo mismo para el Sistema Notarial de Salud -aclaro que esos cálculos no los hemos hecho-, 
cuando en realidad estamos hablando de un 10% de nuestra población, y no tenemos idea de cuántos 
hijos menores o incapaces tiene a cargo cada persona, además del cónyuge. Sí tenemos claro que esa 
devolución es individual, que demora más de un año en recibirse y que corresponde al gasto en salud 
de toda la familia. 


SEÑOR MICHELINI.- Sospecho que de ese 10% de personas cuyos hijos ya superaron los 18 años 
habrá alguno incluido en ese caso y, además, que el porcentaje de hijos incapaces y de divorcios será 
parecido a la media de todos los uruguayos; entonces, el núcleo familiar que tiene que atender por el 
FONASA es reducido. Imaginen que el 10% capta el 50% de todo lo captado por los escribanos y, a su 
vez, el artículo 11 dice que por convenios colectivos -y sé que el seguro de los escribanos es especial, 
no se trata de una Caja cualquiera-... 


SEÑORA LÓPEZ.- Es por ley, no se trata de un convenio colectivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por eso lo digo. Al final del artículo 11 se dice que por convenios colectivos 
establecidos podrán destinar dicho excedente, en forma total o parcial, al financiamiento de las cajas 
de auxilio. Entonces, sin pretender que esas personas aporten por encima de lo que se les pide, si 
acordaran dar esos montos totales o parciales, no aportarían más de lo que aportan ahora. 


En ese sentido, es importante hacer los cálculos porque todo esto está muy bien pensado, lo 
que no significa que no haya pérdidas, pero seguramente serán mucho menores de las que ustedes 
creen en este período de transición. Incluso se puede generar una ingeniería y, si las declaraciones 
juradas demuestran que se trata de un 10%, se podrían encontrar mecanismos que permitan que 
mantengan, con su esfuerzo y su dinero, ciertas prestaciones. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero saludar a la delegación que nos visita en el día de hoy. 


Es sabido que en los últimos meses hemos estado en permanente contacto con escribanos 
que nos han visitado en todas partes, que realmente se han movilizado y que han estado muy 
preocupados con todo este tema; es entendible. 


En lo personal, me preocupa el planteo que hizo una de las delegadas porque generó una 
interrogante que debe estar condicionada a la votación a favor o en contra de este proyecto -y adelanto 
que votaré en contra-, relacionada con los anuncios de la liquidación de los aranceles, y que ya no 
hace a la viabilidad de los seguros de salud, sino a la de la propia Caja. Entonces, la pregunta quedó 
arriba de la mesa y para quienes van a acompañar este proyecto sería bueno que se contestara qué es 
lo que piensa hacer la Administración al respecto. Eso constituye una amenaza aún peor de la que 
lamentablemente hoy tienen en relación a su Sistema Notarial de Salud, por lo que considero necesario 
que esa situación se defina antes de que el tema vaya al Plenario. Me parece que conscientemente no 
podemos votar, ni a favor ni en contra, sin saber qué es lo que va a pasar con los aranceles. Y creo que 
nadie lo puede hacer, ni siquiera aquellos que ya tenemos una predisposición contra este proyecto. 


Quisiera formular dos preguntas a la delegación. La primera de ellas es si como delegación 
mantuvieron contacto con el Ministro de Salud Pública o si han tenido un ámbito de negociación y 
discusión con el Poder Ejecutivo. 


Planteo esta inquietud porque, a lo largo de todas las entrevistas que mantuvimos con 
muchos escribanos, se nos aseguró que no se los recibía; no sé si últimamente esto continuó siendo 
así con otras delegaciones o si se las recibió. A mi juicio, es muy grave que, a la hora de abordar un 
tema ya consolidado, que funciona bien y es solidario, ni siquiera se los reciba. 


Esta es una primera pregunta básica que quiero que me respondan, a los efectos de saber 
dónde estamos parados. 


Por otro lado, quiero decir que, en ocasión de recibir a una delegación de escribanos -no 
recuerdo si fue en el departamento de Rivera o de Rocha-, se nos planteó que estaban dispuestos a 
presentarle al Poder Ejecutivo la propuesta de dar el 3% correspondiente a aranceles, que actualmente 
tiene como destino el Sistema Notarial de Salud, siempre y cuando se les permitiera tener su propio 
sistema de salud. 


En lo personal, no me gusta que se actúe de esta manera y menos si se trata del trabajo de 
ustedes; me parece un despojo. 


En definitiva, quiero saber si tuvieron la oportunidad de realizar ese planteo y si el mismo fue 
respondido o no. 


Estas eran las preguntas que deseaba formular, porque las demás historias las conozco y 
sobre ellas tengo una posición formada. 


SEÑORA CASTRO.- A propósito de las inquietudes del señor Senador, debo señalar que mantuvimos 
conversaciones previas con el señor Ministro, tras lo cual, como es público y notorio, el gremio se 
movilizó, pese a que resulta un poco anormal que los escribanos realicen paros; eso es algo insólito y 
no forma parte de su perfil. Así, pues, nos sumamos a las movilizaciones de otros colectivos y 
escuchamos los lineamientos que planteaba la Asamblea, que sesionaba en forma permanente. 
Finalmente se decidió elevar una propuesta concreta a los señores Ministros involucrados en el 


Sistema Nacional Integrado de Salud, que consistía en mantener la autonomía y hacer un aporte 
gradual. El señor Ministro nos recibió muy amablemente y escuchó con mucha atención nuestro 
propuesta que, entre otras cosas, refería al mantenimiento de las actuales condiciones con la misma 
autonomía de gestión de la cobertura establecida por la Ley N* 17.437 -que refiere a la Caja Notarial 
de Seguridad Social-, a través del “Fondo Sistema Notarial de Salud”. 


Con relación al aporte se establecía que todos los beneficiarios de dicho Fondo aportarán 
solidariamente al Sistema Nacional Integrado de Salud, cuando sus ingresos superen 2,5 BPC 
mensuales, una alícuota de acuerdo al siguiente detalle. Un 3% si tienen a cargo hijos menores de 
dieciocho años o mayores de esa edad con discapacidad; y un 1.5% si no tienen a cargo hijos menores 
de dieciocho años o hijos mayores con discapacidad. 


Estos porcentajes se aplicarán sobre los ingresos nominales en los casos de empleados y 
jubilados, y en la forma establecida por el artículo 70 -disposición por la que se rigen también los 
escribanos, y no solo por el artículo 69- , en el caso de escribanos en el ejercicio libre de la profesión, 
en la forma que reglamente el Poder Ejecutivo. 


Quisiera mencionar un aspecto que nos ha llamado la atención. 


En nuestro caso, aportamos el 3% al Sistema Notarial de Salud y, gastemos o no, ese dinero 
no se nos reintegra; por ese motivo, decimos que se trata de un régimen absolutamente solidario. 
Entonces, nos sorprende que a los abogados -que no tienen este sistema que tenemos nosotros y, en 
su caso, se trata de un tema de imposición o de aporte económico-, luego de convencerse de que 
podían entrar en el Sistema Nacional Integrado de Salud, se les reintegre el dinero. Nosotros nunca 
pensamos, desde que aportamos el 3%, que se nos fuera a hacer un reintegro. Por ejemplo, en mi 
caso, felizmente no voy muy seguido al médico y quizás no gaste el aporte que hago anualmente, pero 
a pesar de ello, no pido que se me reintegre ese dinero. Es más, eso nunca se planteó por parte del 
colectivo. 


SEÑOR HEBER.- ¿Llevaron adelante esa propuesta? 
SEÑORA CASTRO..- Esa propuesta fue descartada. 
SEÑOR HEBER.- ¿Cuál fue la razón de ello? 


SEÑORA CASTRO.- Se trata de un tema filosófico. Ahora bien, se nos ofreció una fórmula -base del 
proyecto que el Senador Michelini acaba de mencionar- que la asamblea rechazó. De todos modos, el 
proyecto fue presentado. Por nuestra parte, hicimos una propuesta -que, inclusive, podría haber sido 
mejorada- por la cual se podía tener 10.000 problemas menos, manteniendo una autonomía de gestión 
que ha sido satisfactoria a lo largo de más de 20 años. Entonces, no se trata de un tema de privilegios, 
sino de un sistema de protección al colectivo, que tenemos desde hace mucho tiempo. 


Existen personas de bajos ingresos que están muy preocupadas por este tema; como en 
todas las profesiones, hay gente que tiene, por ejemplo, enfermedades oncológicas que requieren 
tratamientos específicos, tal como mencionaban mis compañeros. Esto fue planteado personalmente al 
señor Ministro de Salud Pública, economista Olesker, en oportunidad en la que estaba acompañado 
por el Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Loustaunau. Inclusive, en la segunda 
entrevista que mantuvimos con las autoridades del Ministerio, fuimos acompañados por el contador 
Luis María Casares, uno de los mentores del Sistema Notarial de Salud y, además, integrante del 
Directorio del Banco de Previsión Social hasta hace muy poco tiempo. 


SEÑOR ARETCHE.- Por mi parte, quiero referirme a unas manifestaciones que hizo el señor Ministro 
Olesker en un programa de televisión. Sabiendo que el Ministro ¡ba a referirse al Sistema Notarial de 
Salud, casi todos los escribanos prestamos mucha atención a esa nota, y seguramente muchos de los 
señores Senadores también habrán podido escucharlo. En esa oportunidad, el señor Ministro hizo 
referencia a las causas de la implementación del Sistema Nacional Integrado de Salud, es decir, a qué 
fue lo que lo inspiró para ponerlo en práctica en Uruguay. Dijo que copió ese sistema de países en los 


cuales actualmente funciona muy bien, como Israel, Cuba y Australia. Mencionó también que a esos 
países les llevó entre 15 y 20 años ponerlo en marcha y lograr que funcionara adecuadamente. A su 
vez, el señor Ministro comentó que su intención era batir un récord aquí, en Uruguay, y poner en 
práctica el sistema en tres años. Esos datos nos llaman la atención, porque se hace una comparación 
con lo que sucede en algunas naciones del Primer Mundo. En los países a que hacía referencia, por 
ejemplo, los sistemas de salud, hospitales y sanatorios son, en el peor de los casos, iguales o 
superiores a los mejores que actualmente funcionan en el Uruguay. 


Francamente, no estoy de acuerdo con que se quiera batir un récord en nuestro país, 
jugando con algo tan elemental y esencial a la vida como es la salud. Y reitero que esas palabras las 
escuché del propio Ministro Olesker, en manifestaciones vertidas a la prensa. 


Me pregunto por qué se ataca un Sistema Notarial de Salud que funciona muy bien y no se 
incluye, por ejemplo, a los jubilados a nivel general  -me refiero a los del Banco de Previsión Social-, 
que están padeciendo necesidades y carencias seguramente mayores a las nuestras. ¿Por qué no se 
atiende un tema tan candente como el de ellos y se deja a los escribanos para una etapa posterior? 
Nuestra intención era que esta iniciativa se derogara en primera instancia o, en su defecto, se 
prorrogara hasta el año 2015, de ser posible, para que no se improvisara con los escribanos. 


El Sistema Notarial de Salud fue puesto en marcha hace veinte años; eso no quiere decir que 
haya funcionado bien al principio, pero lo cierto es que así sucede en la actualidad. Se lo ha 
administrado con seriedad por parte de escribanos y de otros profesionales, como por ejemplo 
contadores, que también han colaborado. A nuestro modesto entender, se ha logrado - 
obviamente, tras tropezar en alguna circunstancia- que al día de hoy el Sistema funcione en excelente 
forma. De ahí que a muchos nos genere inquietud el hecho de que se quiera improvisar con los 
escribanos. 


Reitero que en otros países la implementación de un sistema como el que se plantea en este 
proyecto de ley, llevó entre quince y veinte años, mientras que en el Uruguay se lo quiere poner en 
práctica en tres años. Estamos sumamente conformes con nuestro Sistema Notarial de Salud y con las 
administraciones que nos han precedido. Muchos dejaron su vida en forma honoraria para que 
funcionara algo que hoy se nos quiere quitar por este proyecto de ley. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, en 2007 había 690.000 integrantes del FONASA y se programa que en 
2016 sean 2:465.000. Es decir que estamos hablando de diez y no de tres años, más allá de lo que se 
pueda haber dicho en un programa de televisión. 


En relación con el tema de fondo, cabe recordar que la política es dinámica. Como se habrá 
advertido, primero hay una programación de varios años de los aportes al FONASA; segundo, en el 
caso de los escribanos, se habilita el Fondo complementario con el mismo sistema que el resto; y, 
tercero, el artículo 11 -al que hizo referencia el señor Senador Michelini- fue pensado para situaciones 
como esta. Debe tenerse presente que lo que ahora impugnan algunos sectores, argumentando 
razones de poca solidaridad y que se fije un tope del 25%, deja un margen habilitado por el propio 
proyecto de ley para ser volcado a los fondos complementarios, y eso está por encima de dicho 
porcentaje. Entonces, creo que cada colectivo que constituye una caja, un seguro convencional o un 
sistema similar, también lo tiene que expresar desde este punto de vista. Me parece que, en principio, 
las cuentas no estarían bien calculadas -lo estamos estudiando- además, también depende de la 
conducta que los distintos colectivos adopten. Es decir, si mantienen o no el nivel de aportaciones que 
han tenido históricamente. En estas circunstancias, este es uno de los problemas cruciales. Asimismo, 
habrá que ver si no hay disposiciones reglamentarias o de otra índole que faciliten este tipo de cosas. 


SEÑOR SOLARI.- Hay un proyecto de ley relativo al Sistema Notarial de Salud con media sanción 
aprobado por la Cámara de Representantes, en el que no se hace referencia expresa de la disposición 
de reservas que pudiera tener el Fondo Notarial de Salud. Por lo tanto, quiero saber si dicho Fondo 
tiene reservas; en caso afirmativo, si hay planes con respecto a su utilización y si esos planes se verían 
o no afectados por el proyecto de ley que ya cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. Es una pregunta bien concreta. 


SEÑOR GALLO.- Quería hacer referencia a algunas de las manifestaciones realizadas por el 
escribano Aretche sobre los dichos del Ministro Olesker. 


El señor escribano planteó dos afirmaciones con respecto a las declaraciones del señor 
Ministro -quien habla las escuchó, además de conocer su forma de pensar- que el propio Ministro no 
dijo. Una de ellas es que el Ministro nunca hizo referencia a Cuba, porque no es referencia para este 
sistema. Sí lo son, por ejemplo, Israel u Holanda, pero no Cuba, porque allí hay un sistema estatal y 
único de aportes. El Ministro, que conoce muy bien el tema, nunca hizo referencia a Cuba por razones 
obvias. En segundo lugar, se hizo mención a que el Ministro quería batir un récord con esto, lo que 
tampoco es cierto. Tal vez el escribano Aretche interpretó lo que sí dijo el Ministro -y lo ha hecho 
permanentemente-, en cuanto a que esta es una reforma dinámica pero que, en definitiva, su 
aplicabilidad está en función de una cantidad de factores, de los cuales uno de ellos es el que, 
precisamente, se está planteando en este momento: que hay sectores corporativos que tienen 
dificultades, lo que puede hacer frenar la reforma. Pero, esta reforma se concreta en el correr de 
muchos años. 


En definitiva, quería dejar aclarado -para que conste en la versión taquigráfica- que esas dos 
referencias específicas sobre las declaraciones del señor Ministro Olesker, tanto con respecto a Cuba 
como al término “récord”, no son ciertas. 


SEÑORA LÓPEZ.- Agrupé todas las preguntas para responder lo más concretamente posible. 


SEÑOR RUBIO.- Con respecto al tema del arancel, no tenemos conocimiento; averiguaremos al 
respecto. 


SEÑORA LÓPEZ.- En realidad, esas situaciones solo se podrían evaluar teniendo en cuenta cada 
caso, porque es la única forma de saber cuánto podría gastar en salud cada una de esas personas. 


Con respecto al tema que presentó el señor Senador, las políticas deben ser aplicadas por 
aquellos a quienes les corresponde la responsabilidad; nosotros no estamos para juzgar si la 
devolución es justa o injusta. Me parece que, como gremio, no estamos en posición de juzgarlo; para 
eso están los señores Legisladores y los demás. Pero lo que sí está claro -porque es un hecho de la 
realidad- es que este artículo no se incluyó para las cajas de auxilio ni para nosotros, sino que se 
incorporó porque los profesionales universitarios entendieron -esto es, de alguna manera, lo que decía 
el señor Senador Michelini- que había una doble imposición y que se estaba gravando una situación 
que no debía gravarse por destinos diferentes. A raíz de las gestiones de los pocos profesionales que 
tenemos situaciones distintas -estamos hablando de las cajas de auxilio y del Sistema Notarial de 
Salud-, se introdujo la modificación y se permite la devolución que, como dijimos, es individual. 


Con respecto a cuánto se va a aportar, ninguno de nosotros lo sabe, porque entramos en un 
libre juego de mercado que nosotros mismos no conocemos. De manera que difícilmente podemos 
hacer cualquier proyección. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero insistir en un aspecto que es clave para los escribanos. En la frase final 
del inciso primero del artículo 11 se dice “en el marco de convenios colectivos”. Es decir que, con todas 
las particularidades que tiene la Caja, podría disponerse de lo que se está volcando hoy por solidaridad 
entre los propios escribanos. Si un 10% aporta el 50%, quiere decir que ese 10% está volcando un 
subsidio muy grande al resto. Entonces, si se hicieran las cuentas, quizás podría estar manteniéndose 
parte de lo que nuestros invitados están planteando. 


SEÑORA LÓPEZ.- El señor Senador Solari preguntaba qué sucedía con los fondos. En realidad, el 
fondo no tiene demasiado dinero, porque más o menos entra lo que sale, es decir que se mantiene 
equilibrado; es suficiente solo para determinadas cuestiones muy puntuales. Además, es administrado 
por la Caja Notarial y no por el gremio que representamos hoy. Por lo tanto, más allá de que el gremio 
tiene sus representantes en la Caja Notarial, es responsabilidad de la Caja administrar y determinar el 
destino de dichos fondos. 


En cuanto al tema del convenio colectivo, nosotros somos administrados por ley y no por 
convenio, es decir que, si surgiera una solución de ese tipo, habría que ver cómo se podría adecuar. 


Finalmente, quiero aclarar que no estoy diciendo que no se podría eventualmente encontrar 
una solución; el punto es que en esta redacción no estamos estrictamente incluidos. 


SEÑOR AGAZZI.- Los integrantes de la Comisión de Salud Pública fuimos invitados a recibir a la 
delegación. Quiero hacer un reconocimiento a la Asociación de Escribanos por dar su opinión a favor o 
en contra, porque de esto se trata la democracia. 


Ustedes hicieron un trabajo de muchos años para defender una herramienta de solidaridad 
entre el demos notarial que es una parte de la sociedad. Es muy importante la experiencia que llevaron 
a cabo porque trabajaron muchos años y están conformes con el sistema. Pero, además, cuando 
empezaron con esto improvisaron y después fueron aprendiendo; en este país muchas cosas se hacen 
así. Entonces, no se sientan ofendidos si ahora hay transformaciones, ni piensen que estamos 
improvisando con ustedes porque, en todo caso, estamos improvisando igual que como ustedes lo 
hicieron cuando empezaron. Reitero: en este sentido quiero expresar mi respeto por lo que han hecho. 


A través del Sistema Nacional Integrado de Salud quisimos generalizar en el país la 
experiencia llevada a cabo en el demos notarial. En tal sentido, quiero hacer una pregunta concreta. El 
proyecto de ley que se refiere a los afiliados a la Caja Notarial establece la posibilidad de que con los 
recursos del Fondo del Sistema Notarial se puedan costear servicios de prestaciones de salud 
complementarias a las que da el Seguro Nacional de Salud. ¿Ustedes piensan que si se integran al 
Seguro Nacional Integrado de Salud podrán organizar prestaciones complementarias? Les pregunto 
porque ustedes conocen las prestaciones a las que tienen derecho. El Seguro Nacional Integrado de 
Salud les va a permitir elegir el prestador que prefieran. Entonces, eligiendo el prestador que prefieran, 
¿podrán organizar las prestaciones complementarias? 


SEÑORA CASTRO.- Le aclaro que por otro fondo de la Caja Notarial -no por el 3%- tenemos un 
subsidio por enfermedad. Por eso nosotros marcamos las diferencias que tenemos con las cajas de 
auxilio, porque está dentro de las prestaciones previsionales que da la Caja Notarial; nos referimos a 
los lentes, las prótesis, etc. 


SEÑOR ABREU.- No solamente voy a hacer una pregunta, sino que quiero dejar una reflexión. 


No es conveniente analizar las normas en Comisión y hacer interpretaciones sobre la forma 
en que pueden extrapolarse determinadas normas vigentes y, lo que es más peligroso, proyectos de 
ley que están por ser presentados, como en el caso de los aranceles. Creo que este es un enfoque 
sistémico de mucha sensibilidad y de mucha delicadeza; particularmente, me refiero al artículo 11. En 
oportunidad de que estuviera el Ministro de Economía dijimos que este artículo se refería a una figura 
muy nueva, que tiene relación con el costo promedio que se establece durante el ciclo de vida de los 
beneficiarios. Esto se compone por el cálculo intemporal -cápita por edad y sexo- y por los costos 
administrativos más allá de la discusión que se pueda dar. ¿Cuál es el procedimiento que se 
establece? El artículo 11 habla del beneficiario de dicho seguro, sus hijos y su cónyuge o concubino, a 
quienes concede el mismo amparo, incrementado en un 25%. Este procedimiento funciona con 
adelantos, retenciones, anticipos mensuales y luego se hace una liquidación anual. 


Este es un tema puntual para el contribuyente. Pero es muy difícil sacar la conclusión de que 
la Caja Notarial no es una caja de auxilio, sino una persona pública no estatal. Si tiene el destino 
institucional de incorporarse al FONASA, no es fácil buscar por el lado de los excedentes que se 
producen en función del cálculo que se realiza y la liquidación anual, para crear un sistema de auxilio 
en el que pueda manejarse con otra naturaleza jurídica u otra forma distinta. Esto es lo que va 
desmembrando la institución y me preocupa mucho lo que dicen los representantes del Sistema 
Notarial, porque estamos hablando de una visión -por eso mi primera pregunta fue por qué querían que 
se incluyera a todos- que tiene un enfoque sistémico donde hay previsión, salud, una serie de 
elementos y hasta subsidio por enfermedad. Para decirlo en términos jurídicos, no se puede desguasar 
un sistema y después decir “ahora vamos a encontrar una solución que pueda venir a través de la 


interpretación del artículo 11, donde los excedentes que se produzcan den lugar a una caja de auxilio 
de carácter complementario”. Me parece que, más allá del enfoque y de la contribución positiva que 
todos podemos hacer para ver cómo entender el sistema, en esta interpretación debemos ser muy 
cuidadosos, no solo de las instituciones en su naturaleza jurídica, sino también de los mecanismos 
legales que usamos y cruzamos para encontrar una solución . 


SEÑOR RUBIO.- ¿Dice que jurídicamente no se puede? 


SEÑOR ABREU.- No, señor Senador. Estoy hablando de lo que es un enfoque sistémico, más que 
jurídico; no olvidemos que no se trata de una caja de auxilio, pero acá se habilita para que cualquiera 
pueda constituir una. Esta es una salida lateral, que se puede tomar después que uno desguasó un 
sistema  -por decirlo de alguna manera- que está mucho más allá de lo que es un sistema de salud, 
porque se trata de un sistema de previsión también. Es como sacar la lata de abajo en la pila del 
supermercado, porque se va a caer todo. Después de eso, se dice “vamos a reconstruir” y, ¿cómo lo 
hacemos? El artículo 11 dice que podemos constituir un convenio colectivo, una caja de auxilio, con los 
excedentes -entre signos de interrogación-, pero habría que saber cuáles son esos excedentes y de 
qué manera se hará algo así, porque el criterio es muy puntual, cómo se fija la cuota, las limitaciones, 
las retenciones y las liquidaciones, y después cómo se distribuye. Esto en un criterio individual, pero 
después se establece ese excedente con un criterio referido al artículo 55 -si no me equivoco- de otra 
ley. 


No digo esto para polemizar, sino para aportar que no se puede hacer sobre la base del 
“vayamos por partes”, como diría “Jack el destripador”. No es una ironía, sino que intenta ser una 
contribución sistémica; hay que tener en cuenta la importancia de cómo nos acercamos a los temas de 
forma sistémica y no, a veces, con una visión muy compartible respecto de la preocupación pero que 
termina, por ejemplo, en una conclusión que voy a reiterar: lo que dice mucho de las cajas de auxilio y 
de la Caja Notarial es que los que pagan más van a pagar menos y los que pagan menos, van a pagar 
menos. Aquí hay un tema de solidaridad que está en la gran nebulosa. Si el sistema va más allá de la 
visión sistémica, realmente está atendiendo un criterio de solidaridad como el que entendemos; lo 
vimos en las cajas de auxilio y lo notamos ahora en la Caja Notarial. 


(Dialogados) 


Ese es otro tema porque no solo se paga Impuesto a la Renta sino que, además, está 
declarado por el propio Ministerio de Economía y Finanzas que este tipo de diferencia que se devuelve 
no está sujeto al mencionado impuesto. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No dialoguen, señores Senadores. 


SEÑOR RUBIO.- Si se destina a un seguro complementario, no está, pero si ello no se hace, se 
incrementan sus ingresos respecto al Impuesto a la Renta. 


SEÑOR ABREU.- Quiero chequearlo bien, pero es lo que he interpretado porque, en realidad, el sujeto 
contributivo pasivo del Impuesto a la Renta ya paga y no puede abonar nuevamente Impuesto a la 
Renta por lo que se le devuelve, porque sería tributar dos veces. En este caso, entonces, habría una 
doble tributación y, si no me equivoco, este tema fue explicado por las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados, que fue mucho más cordial 
que en otros momentos, y esperamos que en el futuro podamos reducir las actuales diferencias. 


SEÑORA CASTRO.- Agradecemos que nos hayan recibido en el día de hoy y, sobre todo, la gestión 
que efectuó el señor Presidente para que pudiéramos asistir a esta convocatoria. 


En relación con este proyecto, opino que los señores Senadores deberán tener en cuenta que 
hay un elemento nuevo, que es el de los aranceles, tema que a nosotros nos preocupa y que surgió de 
sorpresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hicimos más que cumplir con nuestro deber, pues nosotros estamos aquí, 
entre otras cosas, porque tanto ustedes como otros ciudadanos nos votaron. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


Corresponde considerar el segundo punto del orden del día, referido al Bicentenario del 
Proceso de Emancipación Oriental, por el que se autoriza al Banco Central del Uruguay a proceder a la 
acuñación de monedas conmemorativas. Este proyecto de ley fue distribuido en su momento y obra en 
poder de todos los señores Senadores. 


En su artículo 1% se autoriza al Banco Central del Uruguay a proceder a la acuñación de 
monedas; en el artículo 2% se establece la cantidad de 10.000.000 unidades en monedas de $ 50 y 
5.000 unidades de $ 1.000; el artículo 3% expresa que el Banco Central del Uruguay determinará los 
elementos ornamentales de las monedas que aludirán al Bicentenario, y el artículo 4” faculta al Banco 
Central a vender al exterior las monedas cuya acuñación se autoriza por la presente ley. 


El Ministerio de Economía y Finanzas ha solicitado su aprobación, debido a lo perentorio de 
los plazos. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de que este proyecto ya cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes, quisiera preguntar si el diseño de la moneda -los elementos ornamentales- queda en 
manos de las autoridades del Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, señor Senador; eso se establece en el artículo 3% de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- O sea que ese aspecto estará exclusivamente bajo la discrecionalidad de la 
institución; ni siquiera se prevé un concurso o algo por el estilo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 1? establece que se faculta a esa Institución a prescindir del 
requisito de licitación pública por el llamado de precios. 


La Mesa propone que se voten en bloque los cuatro artículos de la iniciativa. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR COURIEL.- Propongo que el Miembro Informante sea el Presidente de esta Comisión, señor 
Senador Baráibar. 


(Apoyado) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al tercer punto del Orden del Día, que es el proyecto de 
ley relativo al Seguro Nacional de Salud remitido por la Cámara de Representantes, y su 
consideración en el Plenario depende de lo que Partido Nacional entienda conveniente; puede ser en 
el día de mañana o en alguna de las sesiones de la semana próxima. Esta es la información de que 
dispongo y si alguien cuenta con otra, pido que se me corrija. 


SEÑOR HEBER.- Si este asunto pasa para la semana que viene, nos daría tiempo para estudiarlo en 
profundidad. 


SEÑOR RUBIO.- Consulto a la Presidencia si hay una sesión programada para el día 29. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente la hay, señor Senador. 
SEÑOR RUBIO.- En un tema de esta envergadura no tenemos por qué ir a “marcha camión”. 


SEÑOR AGAZZI.- Junto con el señor Senador Heber participamos en la reunión de los coordinadores 
de Bancada con el señor Presidente de la Cámara de Senadores mientras sesionaba esta Comisión y 
hablamos de este asunto. Es obvio que se trata de una iniciativa compleja; por eso nos reunimos para 
intercambiar opiniones sobre cuál sería el temperamento para tratarla. No surgió nada concreto, nadie 
pidió que no se trate mañana ni que se resuelva. Es más, creo que el espíritu es que se empiece a 
discutir el proyecto de ley y el propio análisis de este tema nos irá indicando el camino. En la reunión 
que se realizó entre los coordinadores del Partido Colorado, del Partido Nacional y del Frente Amplio 
junto al Presidente del Senado, el temperamento fue el de no negarse comenzar a discutir la iniciativa 
ni a resolver mañana. 


SEÑOR HEBER.- Corroboro lo informado por el señor Senador Agazzi. Como me parece que no 
vamos a tener otra instancia en este ámbito, creo que el oficialismo -que quiere sancionar este 
proyecto de ley antes de 1* de enero- podría sacarlo de Comisión. Sugiero esta propuesta para que 
pueda seguir este camino. El Partido Nacional en el día de mañana tiene una reunión de Bancada para 
informarse sobre este asunto. No tenemos ningún inconveniente en que se empiece a discutir, pero 
pienso que podríamos dejar la votación para la semana que viene -en función de lo que podamos 
recoger en la reunión de Bancada-, de modo tal de fijar una posición y evitar que nos sorprendan 
algunas cosas, como ha ocurrido recientemente con la consideración de otros proyectos, en los que 
terminamos totalmente divididos -por lo menos en el Partido Nacional- hasta dentro de nuestro propio 
sector. 


Por lo tanto, sugiero que se vote y que nos excusen por aquellos aspectos en los que no los 
vamos a acompañar. Como en Comisión no se vota en general el proyecto, nos libera la posibilidad de 
tomar la decisión de votar o no en general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A propuesta del señor Senador Heber y de todos los presentes, el proyecto 
de ley se eleva para su consideración en el Senado en el día de mañana -ya está incluido en el Orden 
del Día- y se resolverá si se trata o no en su totalidad mañana u otro día de la semana que viene. 


Sugiero que el señor Senador Michelini sea el Miembro Informante. 
(Apoyado) 


Agradecemos a los integrantes de la Comisión de Salud Pública sus aportes siempre 
constructivos. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


